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SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 15). 


Esta Comisión tiene mucho gusto en recibir a la delegación integrada por el doctor Gonzalo 
Fernández, Secretario de la Presidencia; al licenciado Jorge Vázquez, Prosecretario de la Presidencia; 
al doctor Miguel Ángel Toma, Director de la Oficina Nacional del Servicio Civil; al señor Humberto 
Ruocco, Subdirector; a la técnica Marinella Echenique, Asesora de Subdirección; al profesor Enrique 
Rubio, Director de Planeamiento y Presupuesto, y demás colaboradores y asesores. 


En primer término, debe decirles que hemos coordinado tratar específicamente el tema Rendición de Cuentas 
y, en segundo lugar, que consideramos mejor tratar primero el Inciso 02, Presidencia de la República, que 
abarca los artículos 102 al 112. Luego comenzaríamos con el informe de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil -y, por supuesto, de la Secretaría de la Presidencia de la República y de la OPP, si se considera 
conveniente- sobre disposiciones generales, funcionarios, normas generales, Capítulos II y III, simplificación 
y categorización de conceptos retributivos. 


La idea es terminar hoy, si es posible; de lo contrario, invitaremos nuevamente a las autoridades de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil. Intentaremos liberar a la Secretaría de la Presidencia y avanzar cuanto sea 
posible en la mañana de hoy; tenemos tiempo hasta las 12. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Las disposiciones que refieren al Inciso son muy pocas. Simplemente, voy a 
hacer un comentario general y luego, si se me permite, cederé la palabra al Director de Planeamiento y 
Presupuesto, directamente involucrado con parte de estas disposiciones. Eventualmente, si surgen 
preguntas, todo el equipo de Presidencia presente puede contestarlas con absoluta precisión. 


La primera disposición es el artículo 102, que no supone ninguna modificación presupuestal. Es un artículo 
que no tiene costo, porque se faculta a realizar contrataciones eventuales o zafrales con destino a la Secretaría 
Nacional de Drogas, con cargo a la partida ya existente. Dado que la Junta Nacional de Drogas a veces recibe 
donaciones, veíamos la posibilidad de insertar una frase que diga: "Serán con cargo a la partida creada", 
etcétera; y al final del primer inciso diría "[...] y con cargo a cualquier otro ingreso que perciba la Secretaría 
Nacional de Drogas por cualquier otro concepto". Es una sugerencia que hacemos para ampliar el objetivo. 
Reitero que esta norma no tiene costo. 


El artículo 103 refiere al traslado de las oficinas de la Presidencia y asigna dos partidas. Una de ellas es 
específicamente para el traslado, incluyendo los costos de seguros, y la otra es para mantenimiento 
tecnológico, sobre todo del material tecnológico e informático que quedó para la Presidencia de la República 
a partir de la última Cumbre celebrada en Montevideo. 


El artículo 104 establece un cargo de particular confianza, el de Secretario General de la Secretaría Nacional 
Antilavado de Activos; a nuestro juicio, debiera aclararse en el primer inciso que dependerá de la Secretaría 


Nacional de Drogas. Como es de pública notoriedad, el lavado de activos es un tema de enorme 
trascendencia y, por ende, se ha visto bastante razonable que la Secretaría de la Droga tenga dos secretarios: 
uno dedicado específicamente al tema droga y otro al lavado de activos, al control del régimen de regulación 
y al contralor de los activos. 


Desde luego, sería oportuno asimilarlo, no al literal D) del artículo 9 de la Ley_N” 15.809, sino al literal C) de 
la misma disposición legal. 


(Interrupción del señor Representante José Carlos Cardoso) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sería conveniente que el doctor Fernández terminara de dar su opinión 
respecto este artículo. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Solo quiero saber si la Secretaría ha presentado 
modificaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente, la Secretaría de la Presidencia ha presentado dos 
modificaciones, que luego distribuiremos. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- El inciso segundo de la misma disposición refiere a la Secretaría de Prensa y 
Difusión - SEPREDL, a la cual se faculta para contratar dos adscriptos. Esto tiene por fundamento el 
hecho de que la SEPREDI, que en anteriores períodos cubría exclusivamente las actividades de la 
Presidencia de la República, hoy cubre las de todo el Poder Ejecutivo en todo el país. Por ello se 
entendió necesario que el Director de la SEPREDI pudiera designar a dos funcionarios como 
adscriptos para que colaboren en la tarea. 


El inciso tercero del mismo artículo es una disposición sin costo que, a rigor de verdad, no representa más 
que un cambio de nombre. Se modifica el nombre del Director del Area de Comunicaciones, pasando a 
denominarse el cargo como Asesor en Comunicación Institucional de la Presidencia. 


El artículo 105 contiene tres disposiciones distintas. La primera de ellas refiere a que la División Transporte 
de la Presidencia, que antes dependía de la Casa Militar, ahora pasa a depender de la estructura institucional, 
de Servicios Generales. Por ende, hay que llenar un cargo que está vacante, un Director de la División 
Transporte que antes, cuando la División estaba bajo la égida de la Casa Militar, era desempeñado por un 
funcionario militar. La segunda disposición incluida en el inciso primero del artículo 105 tampoco tiene costo 
y tiene que ver, simplemente, con la designación de un técnico en el escalafón A, que pasa a ser encargado 
del Departamento Técnico en Comunicación. 


Por último, en el inciso segundo del artículo 105 se establecen cuatro funciones de alta prioridad. Esto tiene 
que ver con una unidad de asesoramiento y monitoreo de políticas que se creó en la Ley de Presupuesto y, en 
principio, se calcula que el costo de estos cuatro salarios podría rondar los $ 200.000 mensuales. 


El artículo 106 tampoco tiene costo, en la medida en que habilita a que el personal militar que cumple tareas 
de custodia perciba una compensación especial por permanencia a la orden. En realidad, esto es algo que ya 
están percibiendo, por lo que este artículo es nada más que la consecuencia que sobre este personal tiene el 
sistema general de remuneraciones, que va a explicar más adelante la delegación de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil. Reitero que este es un artículo sin costo. 


Aquí también sugeriríamos un pequeñísimo aditivo en el sentido de extenderlo a los demás efectivos de otras 
unidades que cumplan el mismo cometido. El fundamento es que muchas veces -diría que últimamente casi 
siempre-, cuando el Presidente se traslada a la residencia de Anchorena, para evitar el traslado de 
Blandengues desde Montevideo, la custodia se hace directamente por parte de personal del regimiento militar 
destacado en Colonia, a fin de abaratar costos. Ese sería el sentido de esta disposición. 


A partir del artículo 107 ingresamos en la égida de la Oficina de Planeamiento y Presupuestos y la Agencia 
de Gobierno Electrónico, por lo que cedería la palabra al profesor Enrique Rubio, Director de Planeamiento y 
Presupuesto. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- En primer lugar, quiero expresar 
que lamento no haber podido quedarme hasta el final de la sesión anterior porque tenía un 
compromiso asumido con mucha anterioridad para dictar una conferencia. Estoy abierto a responder 
algunas preguntas, en particular las que hizo la señora Diputada Peña Hernández, tanto en esta 
oportunidad como en otra a la que concurramos a la Comisión, si eso se plantea. 


En segundo término, vamos a hacer un comentario relativo al artículo 107 - originalmente eran varios 
artículos, pero se adoptó este criterio de presentación por parte del Ministerio de Economía y Finanzas-; 
vamos a agregar alguna propuesta que tiene que ver con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y nos han 
encargado hacer algunas otras acerca de empresas públicas, a las cuales la Comisión les dará el destino que 
estime más pertinente. 


Diría que en el artículo 107 hay seis cuestiones distintas. Por un lado, hay una pequeña partida de $ 171.360 
que se crea para la adquisición y el acceso de publicaciones técnicas vía Internet. Como podrán advertir, es 
una modesta partida. 


En segundo lugar, se plantea la autorización para que, a partir de la promulgación de la ley -no del 1* de 
enero-, se puedan realizar convenios con otros organismos públicos o privados, así como contratos de 
consultoría y pago de honorarios, con cargo a la partida asignada por el artículo 21 del anterior proyecto de 
Rendición de Cuentas. Es decir que no se incrementa la partida de $ 6:500.000 anuales, pero sí se flexibiliza 
porque en aquel caso solo estaba destinada a convenios con la Universidad y, de acuerdo con las funciones 
múltiples que tiene la OPP y las nuevas que se le han incorporando, necesitamos un instrumento más flexible, 
que permita hacer convenios con otras instituciones y, eventualmente, contratar asesoramientos en función de 
lo que requieran las circunstancias. Se agrega que la Oficina comunicará anualmente a la Contaduría la 
distribución de la partida por objeto del gasto, no pudiendo efectuarse hasta que no se realice dicha 
comunicación, lo cual es de orden. 


En tercer término, se crea una partida que incrementa la disponibilidad que había en $ 3:300.000 para poder 
hacer contratos a término destinados a planificación, desarrollo y asesoramiento presupuestal del sector 
público dentro de la unidad. Nos encontramos con que la OPP, por el régimen de excedencias y otras razones, 
ha sido un poco devastada, y si bien en el último período fue reconstruida en algunos aspectos - 
fundamentalmente relacionados con el área económica-, la realidad demuestra que cuando pedimos 
asesoramiento del área jurídica, por ejemplo, nos encontramos con que había un amigo de DIPRODE que 
estaba ejerciendo esa función; entonces, el área jurídica se reducía a un profesional que perseguía 140 juicios 
a lo largo y ancho de la República, amén de cumplir el resto de las funciones. ¿Por qué? Porque por distintos 
motivos fueron saliendo funcionarios y esta área, junto con la presupuestal, por ejemplo -que tiene muy 
pocos técnicos-, y otras, se encuentra con una enorme debilidad desde ese punto de vista, hecho que 
procuramos salvar por distintos mecanismos, entre otros, apelando a este instituto que, como se ve en el resto 
del Presupuesto, tiene una vida a término. En este presupuesto se prevé una fecha de caída de los contratos a 
término que, si no recuerdo mal, es el último día de diciembre de 2009. También se prevé que no caerá el 
crédito si los Ministerios realizan reestructuras antes de esa fecha, por lo que podrían usar esa partida; si no 
las hacen, caen el sistema y el crédito. 


Por otro lado, se está proponiendo incluir la posibilidad de que el sistema de los dos asistentes para los 
Ministros -esto fue habilitado de acuerdo con la anterior Ley de Rendición de Cuentas- sea extendido al 
Director de Planeamiento y Presupuesto. Como los señores Diputados saben, este sistema de asistentes caerá 
al final del Período y tienen una remuneración de 15 BPC, por todo concepto. 


En quinto lugar, se hace una transformación de un cargo, que no implica ningún costo. También había un 
cargo de alta prioridad de Director de Desarrollo Local, que no fue llenado, que se reconvierte en el de 
Coordinador de los Presupuestos Públicos. Hemos creado una estructura que nos parece mucho más 
funcional -después vendrá al Parlamento una iniciativa como la reestructura general de la OPP- sobre 
Coordinadores de Áreas; nos parecía que entre la Dirección de la OPP y los distintos departamentos era 
difícil establecer el funcionamiento con agilidad, porque la cantidad de departamentos estaba multiplicado y 
la estructura quedaba un poco atomizada. Por lo tanto, acá se convierte el cargo de Director de Desarrollo 
Local, de alta prioridad, en el de Coordinador de los Presupuestos Públicos. 


Finalmente, se incrementan las asignaciones presupuestales del proyecto 733, "Regulación de servicios 
públicos”, en los montos que se especifican. Esto va orientado al fortalecimiento institucional de la DINASA, 
unidad que se creó en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente que al ser 
nueva, obviamente necesita respaldo institucional. Se trata del direccionamiento del crédito internacional 
para esta función. 


Además, nosotros queremos proponer un artículo -lo vamos a acercar a la Mesa; se trata de un acuerdo que 
hicimos con el Ministerio de Relaciones Exteriores- a través del cual se crea el Instituto Uruguayo de 
Cooperación Internacional. Esto es parte de la política del Gobierno que busca vincular, hacer un corte 
transversal de las unidades existentes con funciones muy similares, emparentadas y a veces hasta idénticas en 
los distintos Ministerios y organismos, que han atomizado mucho el funcionamiento del Estado. Este 
problema también lo encontramos en la OPP, en unidades que prácticamente cumplían las mismas funciones. 
En este caso se crea el Instituto Uruguayo de Cooperación Internacional, que tendrá como cometido la 
coordinación, supervisión y seguimiento de la cooperación internacional, determinando los Planes y 
Programas que se requieran para dar cumplimiento a las políticas de desarrollo del país. El Instituto estará a 
cargo de la OPP, en coordinación con el Ministerio de Relaciones Exteriores, y el Poder Ejecutivo 
reglamentará las bases de su funcionamiento. 


Adelanto el contenido de este proyecto para que le den el destino que entiendan conveniente. Ya que estamos 
en esta presentación, aprovecho para alcanzar a la Mesa los dos artículos que habíamos prometido. 


El artículo 101 propuesto habilita una nueva excepción -literal U) del numeral 3) del artículo 33 del TOCARF-, 
permitiendo la contratación de bienes y servicios, cualquiera sea su modalidad, por parte de los entes 
autónomos y servicios descentralizados; se habla de los casos de competencia, es decir, para las áreas donde 
están las empresas públicas en situación de competencia. Exclusivamente para eso. Es opinión unánime de 
los Directores de las empresas públicas -con quienes la OPP se reúne en forma sistemática-, que de acuerdo 
con la actual regulación del TOCAF, este las coloca en situaciones de desventaja absoluta y notoria con 
respecto a las empresas privadas con las que compite. 


Están proponiendo esta modificación del derecho público, que consiste en flexibilizar las normas para esa 
situación. Lógicamente, existirá una reglamentación estricta sobre esto; habrá llamados a precios y otros 
sistemas de controles por parte del Tribunal de Cuentas. La modificación estaba propuesta para ANTEL, para 
el Banco de Seguros del Estado y para el Banco de la República Oriental del Uruguay. Y en realidad, hay 
otras unidades que dicen que están en régimen de competencia y otras que pueden aparecer en el futuro. Por 
lo tanto, se entendió que era mejor que este artículo tuviera una redacción genérica para los casos que están 
en régimen de competencia. Esta es una modificación propuesta para el artículo 101. 


También estamos proponiendo un artículo 101 bis. UTE tiene una facultad con carácter general, artículo 14 - 
que desde la oposición siempre hemos criticado-, en cuanto a la posibilidad de hacer asociaciones con 
empresas públicas o privadas en áreas específicas, sin pasar por el artículo 188. Entonces, proponemos 
habilitar con carácter general la posibilidad para todas las empresas públicas la asociación copúblico, es 
decir, organismos públicos con otros organismos públicos. Se trata de habilitar la posibilidad de que entre 
ellas realicen sociedades comerciales o consorcios. Esta es una demanda de las empresas públicas que 
entienden necesario, están en condiciones y pueden hacer emprendimientos; a veces, tienen como punto de 
apoyo a otra empresa que ya ha hecho esto con iniciativa y fuerza desde el punto de vista tecnológico y de 
gestión, por lo que consideran que podrían tener una proyección mucho mayor si se hace en asociación con 
otras empresas públicas. 


Se nos ha pedido que trasmitamos esta inquietud a la Comisión - sería el artículo 101 bis-, que habilitaría la 
posibilidad de que las empresas públicas se asocien entre ellas. 


Los funcionarios -esto se especifica en el texto- que opten por prestar servicios en dichas sociedades o 
consorcios serán considerados en comisión de servicio, y no perderán ninguna de las condiciones ni derechos 
que tienen en las empresas en las que revisten. Los Directores de estas Unidades, sociedades comerciales o 
consorcios, estarán comprendidos en el artículo 748 de Ley N* 16.736 en cuanto a sus responsabilidades. Van 
con sus responsabilidades a estos lugares. 


Señor Presidente: estos son los tres artículos que queríamos agregar y que vamos a dejar a la Mesa a los 
efectos de que sean considerados por la Comisión. También hay algún cambio de texto que fue anunciado por 


el señor Secretario de la Presidencia. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Continuamos con la consideración del artículo 108 en adelante. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Vamos a ceder la palabra al representante del Instituto Nacional de 
Estadística porque es un artículo referido exclusivamente a este organismo. 


SEÑOR CALVO.- Soy el ingeniero José María Calvo, Encargado de Despacho de la Subdirección 
General del Instituto Nacional de Estadística. 


El artículo 108 presentado, que posteriormente vino con un artículo sustitutivo - y es en el que nosotros nos 
basamos-, destina una partida a los efectos de que el Instituto Nacional de Estadística pueda plasmar la 
reestructura organizativa de funciones y cargos presupuestales que tiene actualmente. Es a los efectos de 
cumplir con los cometidos que le otorga la Ley_N” 16.616, de Sistema Estadístico Nacional, que tiene más de 
diez años de vigencia; en lo que atañe a todos los cometidos inherentes a la coordinación y supervisión de las 
estadísticas nacionales, por no haberse podido contar con los cargos técnicos necesarios, no ha sido posible 
llevarlos a la práctica 


Paralelamente, como decía recientemente el señor Director de Planeamiento y Presupuesto, en los últimos 
años el Instituto ha sufrido una sangría muy importante por fuga de personal, fundamentalmente técnico de 
alto nivel, por la competencia del sector privado, por retiros incentivados o por haberse acogido los 
funcionarios a los beneficios jubilatorios. Eso ha llevado a que en este momento el Instituto esté trabajando 
con niveles de técnicos muy por debajo de lo requerido. Este artículo pretende revertir dicha situación y 
fortalecer al Instituto, basándose en los informes realizados por el PNUD en los últimos años y, 
fundamentalmente, en una consultoría que desarrolló el año pasado el Banco Mundial a modo de 
cooperación, con la que se pretendió establecer una estrategia nacional de desarrollo estadístico y el plan 
estadístico maestro. Básicamente, apunta a esta situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuamos con la consideración del artículo 109. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Voy a hacer una introducción y 
para cualquier aclaración sobre los aspectos conceptuales pediríamos que hiciera uso de la palabra el 
ingeniero Clastornik, que ha venido trabajando honorariamente en esta Unidad en germen. En cuanto 
a aspectos estrictamente presupuestales, si hubiera preguntas, solicitaríamos a las contadoras Marcos o 
Medina que las respondieran. 


En realidad, por el artículo 109 se modifica la designación de la "Agencia para el Desarrollo de Gestión 
Electrónica y la Sociedad de la Información". Este título generó en el Senado un debate terminológico acerca 
de si podría, o no, hablarse de Gobierno Electrónico desde el punto de vista constitucional. Lo que se hace 
ahora es perfeccionar un poco el nombre, que pasa a ser "Agencia para el Desarrollo del Gobierno de Gestión 
Electrónica y la Sociedad de la Información y del Conocimiento". El señor Senador Korzeniak hizo un fuerte 
énfasis en que no podía usarse el término "Gobierno Electrónico", sino que correspondía decir "Gobierno de 
Gestión Electrónica y la Sociedad de la Información y del Conocimiento", que es más exacto en cuanto a la 
historia, a la comparación internacional y a la sustancia. Además, se agrega al artículo 55 de la Rendición de 
Cuentas anterior, la Ley N* 18.046, un segundo inciso en el que se establece que esta Agencia tiene como 
misión impulsar el avance de la sociedad de la información y del conocimiento, promoviendo que las 
personas, las empresas y el Gobierno realicen un mejor uso de las TIC y las comunicaciones. Asimismo, 
planificará y coordinará proyectos en el área de Gobierno Electrónico, como base para la transformación de 
una mayor transparencia del Estado. En realidad, para ser coherentes, debería decir "de Gobierno de Gestión 
Electrónica", para salvar este debate. A los efectos de promover el establecimiento de seguridades que hagan 
confiable el uso de las tecnologías de la información, la Agencia tiene en sus cometidos concebir y 
desarrollar una política en temas de seguridad de la información, que permitan la prevención, detección y 
respuesta frente a incidentes que puedan afectar los activos críticos del país. 


Algunos de estos aspectos están dando lugar a iniciativas desde el punto de vista legal porque, como todos 
ustedes comprenderán, esta es un área nueva y muy delicada. Inclusive, se preveía un fondo pequeño que, por 
una omisión que la Comisión debería salvar, no quedó, sobre firma digital. Veremos cómo se arregla, porque 


no sé qué sucedió con esto en el camino. De cualquier manera, ya hay iniciativa legal y esto será considerado 
en el Senado conjuntamente con el proyecto sobre "hábeas data". Son algunos de los aspectos legales y 
normativos sobre protección de datos y otras cuestiones vinculadas, que incluyen el tema del acceso y 
también el de la privacidad, así como otros aspectos que son muy delicados. 


Por el artículo 110 se crea un Consejo Asesor Honorario de Seguridad informática y se da su integración. 


Por el artículo 111 se incrementa la partida asignada en el artículo 55 de la Ley de Rendición de Cuentas 
anterior, con destino a gastos de funcionamiento, con cargo a Rentas Generales, en $ 365.000 anuales. 
También se incrementan los créditos con destino a retribuciones personales en $ 7:000.000.Y se establece: 
"El monto autorizado precedentemente se destinará a financiar los siguientes puestos de trabajo que se 
incorporan a la estructura organizativa autorizada por el inciso 6* del artículo 55 de la Ley N” 18.046, de 24 
de octubre del 2006, con igual nivel retributivo que los de la misma denominación". 


La Rendición de Cuentas anterior habilitaba a que el Poder Ejecutivo enviara la estructura de cargos para que 
la Asamblea General pudiera refrendarla con un plazo de cuarenta y cinco días. Se iba a seguir ese camino, 
pero después esto de demoró. De todas maneras, es posible que esto igual se realice, por un problema de 
tiempo, con el mismo contenido, pero ahora se propone una modificación, y es que esta tabla que aparece al 
final sea sustituida. Hay un artículo sustitutivo que simplifica esto y que después de la estructura de cargos 
que aparece en el recuadro con denominación y cantidad, dice: "Fíjanse los siguientes niveles retributivos 
[...]", se sustituye por otro que dice: "Autorízase al Poder Ejecutivo a adecuar la tabla de Niveles Retributivos 
fijando como Nivel Máximo el de Director de Área Técnica en $ 60.000 mensual nominal, y nivel 
profesional o equivalente en un 90% del mismo.- La Presidencia de la República comunicará a la Contaduría 
General de la Nación la distribución de las partidas asignadas a nivel de objeto del gasto, no pudiendo ser 
ejecutadas hasta que se formalice la referida distribución". El texto propuesto por el Ministerio de Economía 
y Finanzas perfecciona la estructura desagregada que venía. Es propósito del Poder Ejecutivo enviar un 
proyecto al Parlamento con el mismo contenido para ver si la Agencia se puede poner en funcionamiento de 
inmediato. Ya estaba facultada por la Rendición de Cuentas anterior, pero se ha retardado, y si esperamos a 
que entre en vigencia esta Rendición de Cuentas, estaríamos perdiendo seis meses en este trabajo, que es muy 
importante porque, como se puede ver en el artículo 112, se asignan fondos para destinos que son claves 
desde el punto de vista de la reforma del Estado, como la creación del Portal del Estado, la Intranet del 
Estado y la Ventanilla Única que aparece con sus recursos en el artículo 112. Todo eso lleva un tiempo de 
preparación que por lo menos va a insumir el segundo semestre de este año. 


Por más aclaraciones sobre algunos de estos aspectos pueden consultar al ingeniero Clastornik o a algunos de 
los integrantes de la OPP. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habríamos terminado el articulado del Inciso 02, Presidencia de la 
República, si no se van a formular preguntas o pedidos de aclaración... 


SEÑOR GANDINI.- En apariencia, el procedimiento -al igual que lo hacemos otras veces- fue dejar 
que las autoridades expusieran su proyecto de Rendición de Cuentas y que luego nosotros 
formuláramos las preguntas sobre el articulado y sobre aspectos que hacen a la Rendición de Cuentas 
que no necesariamente están en el articulado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es lo que estaba diciendo, que si no había ningún legislador que hiciera 
preguntas, pasaríamos a la reforma del Estado. Si hay preguntas, se harán. 


SEÑOR GANDINI.- Quisiera contar con alguna información agregada sobre el artículo 103, no tanto 
sobre las partidas que se asignan, sino sobre el procedimiento que se está utilizando para construir esa 
torre. Tenemos entendido que no la construye la propia Presidencia de la República, que se hace a 
través de una sociedad anónima, propiedad de la Corporación Nacional para el Desarrollo, con 
recursos que no sé si son de Rentas Generales o de aporte exterior, a partir de la Corporación Andina 
de Fomento, a través de procedimientos que están fuera de nuestro control. Por eso quisiera contar con 
alguna información agregada acerca de cómo está ese proyecto, cómo se viene procesando y cómo se 
incorporan estas partidas. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Como el señor Diputado ha manifestado, este es un tema que no lo ejecuta la 
Presidencia de la República. De manera que le sugiero que se lo pregunte al Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas cuando comparezca en esta Comisión. Habíamos quedado con el señor Presidente en 
ceñirnos estrictamente a la Rendición de Cuentas. La nueva sede de Presidencia, que figura en el 
artículo 103, contempla exclusivamente dos rubros que, a mi juicio, fueron satisfactoriamente 
explicados, vinculados al mantenimiento tecnológico y a los costos de mudanza. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así lo habíamos expresado antes de comenzar esta reunión, pero creo que el 
señor Diputado llegó unos segundos después. 


SEÑOR GANDINI.- Tenemos una diferencia de concepto importante. El articulado presente no es la 
Rendición de Cuentas, es el ajuste presupuestal. Rendición de Cuentas quiere decir rendir las cuentas 
sobre lo que ya se gastó y cómo se gastó. Esto es lo que va a regir a partir del 1” de enero de 2008 y no 
tiene nada que ver con la Rendición de Cuentas. La Rendición de Cuentas figura en el artículo 1”; todo 
lo demás es otra cosa, que habitualmente viene en las leyes de Rendición de Cuentas. Yo quiero saber 
cómo se gastó, cómo se ejecutó; esa es la Rendición de Cuentas. La Presidencia de la República vino 
aquí cuando consideramos el Presupuesto Nacional y en la etapa de la Rendición de Cuentas pasada y 
nos pidió un dinero. Ahora queremos saber qué hizo con el dinero. Eso es la Rendición de Cuentas, así 
que vamos a seguir insistiendo. La Presidencia no nos puede decir que no sabe cómo se está ejecutando 
esto. Nos pide plata para la Torre Ejecutiva y nos dice que no tiene nada que ver. Entonces lo ponemos 
en el capítulo del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Pero démoslo por bueno, porque yo 
quiero seguir adelante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda claro que la solicitud de información que pide el señor Diputado 
Gandini va a ser consultada sin ningún tipo de dudas cuando concurra el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas. Inclusive, se lo vamos a hacer saber directamente para que venga con la información 
que usted solicita. 


SEÑOR GANDINI. Quiero marcar que por una cuestión de buena técnica legislativa, los 
incisos segundo y tercero del artículo 104 deberían ser artículos diferentes, porque los tres refieren a 
temas absolutamente distintos. El primero tiene que ver con la Secretaría Nacional Antilavado de 
Activos, el segundo con la Secretaría de Prensa y Difusión de la Presidencia de la República y el tercero 
con el Área de Comunicaciones de la Presidencia de la República. Ya verá luego la Mesa si corresponde 
desagregarlo en artículos. 


Respecto a este tema, y en función de lo mencionado recientemente, quisiera conocer cuál ha sido el 
resultado -supongo que a alguna de estas áreas le habrá correspondido- de la aplicación del artículo 20 de la 
Ley de Rendición de Cuentas pasada, en la que se estableció una partida de $ 2:376.000 para la publicación 
de una revista mensual, que en su momento y con cierta ironía se calificó como "la revista de las buenas 
noticias”, pero no sé cómo se llama. No la hemos visto salir, salvo uno o dos números, aunque se le ha 
asignado una cantidad importantísima de recursos. Además, ha habido problemas de toda naturaleza y hemos 
recibido fe de erratas e, inclusive, fe de erratas de la fe de erratas de esa revista. Quisiéramos saber si se está 
ejectuando esa partida tan original solicitada en la Rendición de Cuentas pasada y que no contó con nuestro 
voto. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Han sido editados dos ejemplares. El primer número insumió $ 22.000 por 
cuatro mil ejemplares y el segundo $ 72.000 por veinte mil ejemplares. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- En el mismo sentido que planteaba el señor Diputado Gandini, 
nos gustaría que la Presidencia nos diera algún detalle más sobre el mecanismo utilizado para la 
edición de esta revista y si se llamó a licitación para su estructura, es decir, cuál fue el procedimiento 
para llevar adelante la edición de esta revista que suponemos que, en función de los recursos asignados, 
seguirá editándose. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- La facción intelectual de la revista ha sido hecha por funcionarios de 
Presidencia o que están en comisión allí, y para los trabajos de impresión tengo entendido que se llamó 


a un concurso de precios. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero dejar constancia de que el artículo que incluye a la Secretaría de Prensa y 
Difusión de la Presidencia de la República, cuyo titular estará comprendido en el artículo 8” de la Ley 
N” 16.320, hace una excepción a lo que establece ese artículo, porque allí se autoriza a determinados 
organismos a contratar a una persona y acá se determina que podrá tener hasta dos personas. 


En cuanto al inciso siguiente, quisiera que se abundara en él, porque no me queda claro. Se transforma un 
cargo de Director en uno de Asesor, pero ambos con carácter de particular confianza política. No es claro por 
qué es necesario hacer esta transformación, si solo se refiere a nombres. ¿Hay alguna otra lectura que deba 
hacerse de este cambio que, además, lo originó esta Administración hace menos de dos años? Quisiera 
entender por qué hay un cargo de particular confianza cuyo nombre es "Asesor". No sé si hay antecedentes de 
que los cargos de particular confianza tengan la característica de asesor. Para la figura del asesor hay otras 
formas de contratación dentro del Estado; estando el Director de área, no sé por qué se cambia o se 
transforma en Asesor. Me gustaría conocer un poco más detalles sobre este aspecto. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- El cambio de denominación fue sugerido por el Ministerio de Economía y 
Finanzas. El fundamento es que este funcionario, que hasta ahora se denomina Director de un área, no 
tiene personal a su cargo, es decir, no tiene dirigidos -es un Director sin dirigidos-, por lo que pareció 
más razonable cambiar la denominación y llamarlo Asesor. 


SEÑOR GANDINI.- Quisiera que se explicara cómo funciona, cómo es el organigrama, la estructura y 
quienes son las personas. ¿Esto depende de la Secretaría de Prensa y Difusión? ¿Está debajo de eso? 
¿Está al costado? ¿Aquí estamos hablando de la contratación reciente del periodista Bleier? ¿Es quien 
está en este lugar? ¿Va a quedar él, o al cambiar el cargo va a cambiar la persona? Quiero tratar de 
entender esta área tan importante de la Presidencia. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Efectivamente, el titular de este cargo, y que va a permanecer en él, es el 
periodista Gerardo Bleier. Esta área es unipersonal porque, reitero, no existen otros funcionarios bajo 
su dependencia. El señor Gerardo Bleier asesora al Presidente de la República en materia de 
comunicación institucional; ese es su cometido. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Quisiera que el señor Secretario de la Presidencia nos dijera si 
en los Consejos de Ministros que se realizan en el interior del país se levantan actas. Si fuera así, ¿el 
señor Secretario podría remitirlas a la Comisión? 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Los Consejos de Ministros que se realizan en el interior del país son de dos 
tipos. En algunos de ellos se firman actos jurídicos, actos administrativos. En tales casos, naturalmente, 
se levantan actas. A otros actos se les llama Consejos de Ministros casi inercialmente pero, en realidad, 
son salidas del Presidente y de los Ministros al interior para conversar con la gente y escuchar los 
planteos de la población. En estas ocasiones -como sucedió en Durazno recientemente- no se dictan 
actos jurídicos, por lo que no se levantan actas. En el día de ayer recibimos un pedido del señor 
legislador Lacalle Pou solicitando las actas de los Consejos de Ministros, y se las vamos a enviar todas. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Estuvimos revisando los cuadros que envió la Presidencia 
acerca de la Rendición de Cuentas -en realidad, es en lo que más hemos trabajado- y tenemos algunas 
dificultades para reconocer algunos rubros. Quisiera saber si el señor Secretario puede informarnos, 
por ejemplo, cuál es el monto asignado y el efectivamente gastado en el rubro "Gastos confidenciales" 
de la Presidencia de la República, por supuesto, reconociendo que se trata de conceptos globales y no 
de detalle de gastos. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- La contadora Rethen, que es la Directora del Departamento de Contabilidad 
y Finanzas, podrá dar la cifra precisa. 


SEÑORA RETHEN.- El rubro asignado en la Ley de Presupuesto, en el planillado adjunto a la Ley 
N? 17.930, fue de $ 2:000.000 anuales, y en el año 2006 se gastó exactamente esa partida. Esto figura en 


la página 47 del Tomo II, parte A), y es el objeto 731. 


SEÑOR MACHADO.- Con respecto al artículo 101 bis, planteado aquí, quisiera saber en qué régimen 
se van a manejar los consorcios. 


El Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto ha manifestado aquí que se encontró con una OPP 
desmantelada y citó claramente el caso del Departamento Jurídico. Por lo tanto, quisiera saber cuál es su 
visión de futuro de la OPP, ya que está al llegar una reestructura planteada por él. Quisiera saber si es una 
oficina absolutamente completa en todos los departamentos -no solamente en el Jurídico, sino de toda índole 
de asesoramiento- que puede sustanciar cualquier tipo de consulta de este organismo, o si se trata de una 
oficina que va a tener apoyaturas en otros organismos del Estado que, obviamente, cuentan con 
departamentos jurídicos muy poblados, por decirlo de alguna manera. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Registré solamente la segunda 
pregunta pues estaba alcanzando un artículo aditivo a la Mesa. Voy a contestarla y después solicitaría 
que se me formulara nuevamente la primera 


En relación a la segunda pregunta, yo no dije que la Oficina estuviera desmantelada; estaba muy fortalecida 
en algunos aspectos y desmantelada en otros. Hace dos años estaba muy fortalecida en algunos aspectos del 
área económica, pero no en la presupuestal, en donde hay carencia de funcionarios técnicos, y tampoco en el 
área jurídica, donde se dio esta situación de "migración" -entre comillas- de funcionarios por el régimen de 
excedentes o por otros sistemas. Lo que nosotros procuramos -en gran parte eso está solucionado- es apelar a 
los pases en comisión de las áreas jurídicas de otros organismos del Estado, fundamentalmente, de algunas 
empresas públicas. Eso ha solucionado en parte la situación, pero necesitamos alguna gente joven que 
cumpla otras funciones en el área jurídica. Próximamente pensamos hacer un llamado con unas partidas de 
contratos a término, que ya estaban generadas -más esto que después vendría una vez aprobada la Rendición 
de Cuentas- para terminar de completar el fortalecimiento del área jurídica y el desarrollo de algunas otras. 
Dentro de los cometidos de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto hay un énfasis muy fuerte del 
Gobierno en llevar adelante la construcción de una política de desarrollo de largo plazo, para no solo dar 
respuestas de coyuntura o de corto plazo. Eso llevaría a fortalecer un poco no solo esta área económica, sino 
también de pensamiento social y demográfico. En esta área también necesitamos un aporte importante de 
técnicos. 


Lo mismo ocurre con el área de las empresas públicas: necesitamos aporte de técnicos; en esta área también 
se ha dado -aunque no en la medida en que se vio en el área jurídica- que no ha habido suficientes recursos 
humanos para dar respuesta rápida a las múltiples demandas de las empresas públicas. Por otro lado, en la 
medida en que ahora se incorpora todo este capítulo de la reforma del Estado -que, en parte, ya ha estado en 
la OPP, y al que se le quiere dar mucho empuje- y de que, inclusive, hay algunos créditos internacionales 
vinculados con esto, se plantean necesidades que se van a ir contemplando en el curso del año. 


Por todo esto pensamos que con esta convocatoria inicial de algunos contratos a término -no estos, sino 
algunos que ya estaban habilitados-, más el funcionamiento de algunos de estos programas internacionales, 
en cuatro o cinco meses este proceso se va a ver fortalecido. 


De cualquier manera, hay unidades que son muy fuertes, como la Unidad de Desarrollo Municipal y otra que 
es una Unidad Ejecutora independiente, pero vinculada, que es DIPRODE. Comenzaría a funcionar un 
programa nuevo, de cooperación internacional, que es de volumen, para el cual aparecen aquí las 
contrapartidas; es un programa de cooperación de la Unión Europea, relativo a inserción social y territorial 


Todos estos programas tienen como objetivo apoyar a los Gobiernos Departamentales y locales o a las 
pequeñas poblaciones, fundamentalmente, del interior del país. 


Creo que el resultado de estos procesos será un fortalecimiento de la OPP, pero esto insumirá algunos meses, 
porque implica hacer llamados públicos, convocatorias, tribunales, etcétera; hay que seguir lo que indican las 
normas. 


Esto es lo que puedo decir con respecto a la segunda pregunta; pediría al señor Diputado que me reformulara 
la primera porque en ese momento estaba pidiendo una fotocopia y no pude oír de qué se trataba. 


SEÑOR MACHADO.- Quería saber en qué régimen jurídico estarían insertas las sociedades o los 
consorcios de empresas públicas cuya conformación está prevista en el artículo 101 bis. 


SEÑOR DIRECTOR DE LA OFICINA DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- El régimen 
responderá a la decisión que se adopte; pueden estar en el marco del derecho público o del derecho 
privado. A lo que se está habilitando en este caso es a constituir sociedades comerciales o consorcios. De 
acuerdo con la decisión que se tome, esto puede ser un consorcio entre empresas u otra forma 
comercial; considerando los destinos de que se trata, muchos de estos casos podrían estar dentro del 
derecho privado. Uno puede pensar, por ejemplo, en actividades que hoy están en la órbita del derecho 
privado y son desarrolladas por una empresa pública, como puede ser el caso del famoso "call center" 
de ANTEL. Podría haber un "call center" de todo el Estado, de todas las empresas públicas; inclusive, 
podría haber otras iniciativas de esta naturaleza. Lo que esto quiere significar es que en el caso de que 
los funcionarios públicos pasaran a desempeñarse bajo la forma del derecho privado, pasarían a estar 
comprendidos en el régimen de comisión de servicios, por lo cual se garantizarían sus derechos y su 
estabilidad laboral; esto sería así si se adoptara esta decisión. Pero también puede ocurrir que nos 
manejemos en la órbita del derecho público; repito que esa decisión queda sujeta a la resolución que 
adopten las empresas que realicen este tipo de acuerdos. 


A nuestro juicio, esto es parte de la reforma del Estado, que va a venir. En ese sentido hay un proyecto de 
actualización integral del TOCAF, que está muy avanzado, que lleva más de dos años de trabajo y con el que 
han colaborado prestigiosos administrativistas de este país y otras personas que están en consulta con el 
Poder Ejecutivo, en distintos niveles. Conocemos el Parlamento, y la convicción que tenemos es de que esto 
llevará un proceso largo de consulta sobre muchos temas técnicos que ya han supuesto la realización de 
consultas a miembros del Tribunal de Cuentas y otros organismos; la idea es que el proyecto llegue con 
niveles de acuerdo importantes. Pero todo el proceso insume un lapso que nunca es menor a un año, para 
definirlo de alguna manera; con esto simplemente estamos ganando tiempo. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Voy a referirme a la modificación que plantea el artículo 101 
del proyecto de Rendición de Cuentas que ha traído el Gobierno y al tema de fondo, que es la 
derogación del artículo 186 de la Ley N” 17.930. 


Entendí perfectamente la explicación que dio el Director, que habla de un cambio en las exigencias del 
TOCAF para aquellos organismos públicos que están sujetos a la competencia; hablamos del Banco de 
Seguros y de ANTEL, que son empresas públicas que tienen algunas de sus actividades abiertas a la 
competencia. Pero la redacción que se da al literal U) implica, en todo caso, un ablandamiento muy 
significativo de las normas del TOCAF. Según interpreto, el aspecto que se modifica implica, básicamente, 
que si, por ejemplo ANTEL compra mediante licitación aparatos de telefonía celular por US$ 1:000.000 y se 
presentan impugnaciones o recursos, el jerarca puede insistir, realizar igualmente la compra, pagar y recién 
después tendría lugar la contienda. Este es un cambio realmente muy importante en las autorizaciones que se 
dan a los jerarcas del Estado; esto avanza en una modificación del aspecto sustancial de una licitación o una 
compra a cargo del Estado. 


La pregunta que me surge es si esto se hace en realidad porque se tiene dificultades para cambiar 
directamente la forma jurídica de la empresa. ¿Hay dificultades para avanzar en el proceso de colocar a estas 
empresas públicas que están en competencia en el marco del derecho privado? ¿Estas normas alcanzarán 
exclusivamente a las áreas de competencia o a la empresa pública que tiene áreas de competencia privada? 
Lo planteo porque, por ejemplo ANTEL está en libre competencia en telefonía celular, pero no en otras áreas. 
Entonces, ¿qué pasará cuando se trate de compras o licitaciones de áreas que no están en libre competencia? 
Digo esto porque se está autorizando al organismo a actuar de este modo. En este punto queda un hueco; hay 
un aspecto que no está comprendido en el articulado. Se autoriza al organismo, pero este tiene áreas de libre 
competencia y áreas monopólicas. Entonces, si se autoriza al organismo, este actúa así cuando quiere, no solo 
en las áreas de libre competencia. Esta es una primera cuestión. 


La segunda refiere a la forma jurídica de las empresas públicas, y sé que el Director de la OPP ha participado 
largamente en debates parlamentarios sobre esto. ¿No era mejor ir al derecho privado? ¿¿No era mejor poner a 
las empresas públicas en el marco del derecho privado? 


SEÑOR MUJICA.- Me alegro de que finalmente este artículo haya llegado a nuestra consideración porque, 
en realidad, responde a una de las necesidades que nos hicieron llegar los Directores de los Entes Autónomos 
cuando comenzó el Gobierno. Me importa recalcar que lo hacían desde el ángulo de la defensa de la empresa 
pública en la competencia con el sector privado. Además, quienes procedemos del sector privado sabemos 
que estas son algunas de las diferencias que a veces hacen que se termine compitiendo en condiciones de 
desigualdad en las que se ven favorecidos los privados frente a las empresas públicas. Los gerentes saben 
perfectamente que el otro gerente no compra en las mismas condiciones porque tiene dificultades y lentitudes 
que le inhabilitan la gestión comercial. 


Creo que, además, el artículo está bien redactado porque habilita a cualquier empresa a comprar en 
determinadas condiciones, servicios que están en competencia. Obviamente, muchas de las empresas que 
tienen sectores en competencia, también tienen sectores que no lo están. La cuestión es dar esa plasticidad, 
esa facilidad a nuestras empresas públicas. 


Por otro lado, me parece también muy importante el artículo 101 bis porque hay un gran conjunto de 
emprendimientos en los que las empresas públicas tienen que ejercer un papel que ninguna otra empresa 
privada de este país puede jugar y creo que ya hay varios ejemplos claros al respecto. La posibilidad de 
asociarse implica básicamente que las mayores empresas del país puedan crear nuevas empresas entre ellas lo 
que no es poca cosa para la dinamización de la economía. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- La respuesta es compleja porque 
involucra distintos aspectos. Somos partidarios firmes y absolutamente convencidos de la actualización 
y la modernización del derecho público en primer lugar. Nos parece que gran parte del derecho público 
con relación a esta materia ha sido largamente superado. Y si usted, señor Presidente, quiere que le 
diga una cosa, en forma directa, yo sería partidario de que la mayor parte de los controles fueran ex 
post y no ex ante, porque entiendo que el hecho de que sean ex ante no da mayores garantías, y termina 
abonando a la imposibilidad de competencia real y práctica con el sector privado, con lo cual se 
alientan los procesos de privatización. 


Entonces, en otros casos creo que lo que corresponde y lo más útil es ir a un marco de derecho privado; pero 
eso depende de la materia y del asunto de que se trate. En este caso -creo que lo ha explicado el señor 
Diputado Mujica- se habilita la excepción para la contratación o compra de bienes y servicios, la cual está 
limitada, destinada, a actividades que se encuentren de hecho y de derecho en régimen de competencia, o sea, 
que no es aplicable a todas las compras o contrataciones que realicen las empresas, porque cuando el área no 
esté en régimen de competencia, eso no corresponderá. Además, eso es lo que establece el texto. Si este no es 
lo suficientemente claro, se puede mejorar, pero esa es la intención y por eso se dice: "[...] destinada a 
servicios que se encuentren de hecho o de derecho en regímenes de libre competencia”. 


En cuanto a las impugnaciones, preferiría que el señor Secretario de la Presidencia de la República, doctor 
Gonzalo Fernández se refiriera a él porque es un experto en el tema. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Voy a ser muy breve. 


En materia de impugnaciones administrativas, en el Derecho uruguayo el principio general es la suspensión 
cautelar de la ejecución del acto impugnado y esa suspensión cautelar la adopta el jerarca solo cuando la 
ejecución inmediata del acto pudiera aparejar gravamen irreparable. La regla general es la no suspensión de 
la ejecución del acto aun frente a la interposición de un recurso o de una impugnación, y la excepción es la 
suspensión del acto cuando apareja gravamen irreparable. Eso se repite incluso en materia contencioso 
anulatoria, porque en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo se sigue la misma regla. 


De manera que no me parece que esta frase final en cuanto dice relación con las impugnaciones sea una gran 
modificación o un ablandamiento, tal como dijo el señor Diputado, del régimen recursivo general vigente. 


SEÑOR GANDINI.- Nosotros ya habíamos cuestionado este artículo en sus literales S) y T) que fueran 
incorporados en el Presupuesto y en la Rendición de Cuentas pasada; también lo hicimos cuando 
compareció el equipo económico. Y lo volvemos a hacer, porque lo único que dice este artículo es que 
ahora no tendrán que hacerse licitaciones. El artículo 482 de la Ley N” 15.903 dice: "Todo contrato se 


celebrará mediante el procedimiento de la licitación pública, cuando del mismo se deriven gastos de 
funcionamiento y de inversión o salidas para el Estado, y por remate o licitación pública cuando se 
deriven entradas o recursos". Luego, establece las excepciones y dice: "No obstante, podrá contratarse 
[...]" En este artículo 101 aparece una redacción calcada del literal S) -tan calcada que ya está 
consagrada para ANTELE-, incorporando al BROU y al Banco de Seguros del Estado y estableciendo la 
misma fórmula para las impugnaciones. 


Nos parece que lo que hace este artículo no es dar agilidad sino sacar las contrataciones del Estado del 
ámbito de contralor. Y en esta suerte de Mensaje Complementario que nos hace llegar el señor Director de 
Planeamiento y Presupuesto con una serie de modificaciones a la Rendición de Cuentas que acaba de 
ingresar, nos hace conocer una nueva redacción más genérica en la que entra, supongo, el Correo, en el que 
está todo en competencia. ¿O sea que de ahora en más el Correo no hará una sola licitación? ¿Ni una más? 
Comprará como si los Directores fueran propietarios del organismo y nadie podrá controlar. ¿Pasará por el 
Tribunal de Cuentas? Pasará. ¿Qué hará el Tribunal? Constatará la legalidad del gasto, que es lo que puede 
hacer. ¿Qué constatará? Que como está en competencia, compró sin licitación. Y nosotros, los ciudadanos, 
que somos los dueños de la empresa, ¿cómo sabemos que la contratación estuvo ajustada a los mejores 
intereses del Estado? El Estado es lento, es pesado, pero la legislación establece un mecanismo de seguridad. 
Es realmente una innovación que esta fuerza política que hoy gobierna esté sosteniendo esto cuando sostuvo 
todo lo contrario durante toda su vida. Ahora estamos en otro proceso: en el proceso de dejar al margen del 
control y en un régimen privado a las grandes contrataciones del Estado. De hecho, la Corporación Vial del 
Uruguay o la Corporación Ferroviaria son mecanismos privados; se compra para el Plan "Ceibal" a través del 
LATU. ¿Será porque tiene más cualidades que los directores de la ANEP o porque no hay que hacer 
licitación? 


Lo que están logrando todos estos mecanismos no es hacer más ágil al Estado -y este es nuestro 
cuestionamiento-; es sacarlo del control del Parlamento, sin perjuicio de lo cual, además, creo que esta 
formulación genérica que aquí se establece es inconstitucional. Es decir: establecer en la legislación la 
potestad de que todo aquel que esté en régimen de competencia puede comprar sin licitación, sin establecerlo 
taxativamente, caso por caso, me parece que da un nivel de discrecionalidad y una delegación de atribuciones 
del Poder Legislativo a los organismos para que hagan lo que les parezca. 


No vi la redacción concreta, pero puede incluso interpretarse -también en una futura redacción- que sectores 
de la Administración Central que estén en competencia -que los hay-, también lo podrán hacer. 


(Interrupción del señor Representante Asti) 
SEÑOR GANDINL.- Bien, pero la filosofía es esa. 


Entonces, hoy, en Bancos, Puertos, Correos, las grandes compras del Estado se hacen al margen del contralor; 
la energía eléctrica, las telecomunicaciones, por el literal O) de la misma norma, el petróleo. Y ahora se 
incluye todas aquellas adquisiciones que hagan las empresas del Estado que, sacando -como dije el otro día- 
lo que tiene relación con el rubro de alimentos y medicamentos a través de las unidades de compra, se hagan 
por parte de ellas que son las grandes compradoras. No nos parece apropiado establecer una norma genérica 
sin los otros mecanismos. Si se quieren establecer contralores posteriores, discutamos el tema como debe 
hacerse en el caso de estas reformas. Démosle agilidad y discutamos eso para que estén en competencia. 
Estamos de acuerdo con eso, pero no en otorgar agilidad sobre la base del no control, sin generar otros 
mecanismos para controlar aquello que se hace sin que perturbe la agilidad necesaria para competir. 


Creo que es una formulación demasiado amplia que viene ganando la filosofía de esta Administración, que a 
nosotros, señor Presidente, no nos parece correcto que se consagre de esta forma en la norma. 


SEÑOR POSADA.- El señor Director de la OPP anunciaba que está a estudio en el ámbito del Poder 
Ejecutivo un proyecto de ley modificativo del Texto Ordenado de Contabilidad y Administración 
Financiera. De hecho, en estos dos artículos, particularmente en el artículo 101, lo que se está haciendo 
es saltear los procedimientos que se establecen en el TOCAF. Entonces, no es una modificación menor, 
como se señalaba, sino medular. Lo que se está diciendo es que a partir de la aprobación del 
artículo 101, la actividad que van a realizar los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados no 


tendrá ninguna obligación en materia de un régimen de contratación; quedan absolutamente liberados 
para el caso de que el ejercicio de su actividad se realice en el marco de la competencia, sea esta de 
hecho o de derecho. Pongamos por ejemplo el caso del Banco de Seguros del Estado, que realiza 
prácticamente toda su actividad, salvo la parte de accidentes personales, en un ámbito de competencia. 
Es decir que todas las contrataciones que se realicen en función de las otras actividades del Banco 
podrán hacerse sin atenerse a lo establecido en el TOCAF; y yo creo -me parece- que esto es parte de 
esa reforma del Estado que debemos discutir. Es lo medular. Una de las cosas medulares de la reforma 
del Estado consiste en definir si los Entes Autónomos y los Servicios Descentralizados deben actuar en 
el marco del derecho privado. Nosotros tenemos la opinión -no de ahora, sino desde hace bastante 
tiempo- de que sí deben actuar dentro del marco del derecho privado. Coincidimos con el señor 
Director de la OPP en que los controles tienen que ser a posteriori y no previos, pero para eso hay que 
fortalecer a las entidades que deben realizar los controles, entre ellas, el Tribunal de Cuentas de la 
República y la propia OPP en lo que refiere al control de gestión sobre los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados. Sin embargo, todo esto está absolutamente en pañales, y en estas condiciones es que 
se plantea un artículo que, en realidad, lo que hace es saltearse el TOCAF. 


Nos parece un tema realmente grave sobre el cual debiéramos meditar detenidamente, empezando por el 
Poder Ejecutivo. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Creo que la discusión que estamos teniendo ahora, que por 
supuesto es de fondo, sería muy interesante darla en un ámbito mucho más amplio que el de la 
consideración de este artículo, porque aquí se han hecho apreciaciones muy livianas. No quiero discutir 
con el señor Diputado Mujica delante de las visitas, pero los argumentos que expuso son de muy poco 
peso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa le ruega mantener las formas. 
SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Estoy hablando del fondo del asunto. 


El señor Diputado dice que los gerentes de las empresas privadas saben que tienen una ventaja respecto de las 
empresas públicas, cuando estas últimas están en libre competencia y lideran ampliamente el mercado. 
ANTEL hace diez años que incursiona en la telefonía celular en competencia y tiene tantos teléfonos 
celulares como las otras dos empresas juntas, con el actual régimen y con las limitaciones que establece el 
marco legal vigente, no el que se propone. Insisto con el término: esto representa un ablandamiento, un afloje 
del Estado en cuanto a cómo se van a hacer las compras. 


Tendrán otro argumento, nos dirán que ahora confían mucho más en los Directores de los Entes Autónomos. 
Es probable que políticamente ese sea un argumento y que tengan confianza en que los Directores de los 
Entes Autónomos ahora hacen las cosas bien. Pero el sistema de compras que se está proponiendo es un 
cambio cualitativo muy relevante, sin el fundamento de que el actual sistema de compras ha puesto de 
rodillas a las empresas del Estado cuando, en realidad, el Banco de Seguros del Estado lidera el mercado en 
materia de seguros de automóviles, y otro tanto sucede en ANTEL. Estoy poniendo dos ejemplos. Si hubiera 
algún caso concreto, pues aclarémoslo en forma expresa, analicemos cuál es el ejemplo en que una empresa 
pública se encuentra arrinconada frente a las empresas privadas por su sistema de compra y agobiada por un 
sistema mucho más ágil. No veo que esto ocurra con las grandes empresas del Estado que están en libre 
competencia. Por el contrario, las veo liderando el mercado y con holgura en ese campo. 


Me parece que sería interesante lo que plantea el profesor Rubio en cuanto a fortalecer el derecho público. 
Sin embargo, esto no es fortalecer el “derecho público, sino introducir un artículo en la Rendición de Cuentas 
a fin de ir aflojando las formas que el Estado tiene para comprar. 


SEÑOR RUBIO.- Yo entiendo que hay cosas que, como ustedes saben mejor que yo, son de debate 
político y quedarán para la circunstancia correspondiente. 


Simplemente quiero decir una cosa y pedir al doctor Richino que realice una aclaración con respecto al tema 
de los controles. 


Voy a dar el ejemplo del Puerto de Montevideo; creo que lo mencioné aquí. Eso lo dije después en la Escuela 
de Guerra Naval, y estaban presentes los miembros de la Comisión de Adjudicaciones de 2001, que no 
pudieron hacer la adjudicación del escáner para controlar el contrabando en los contenedores del Puerto de 
Montevideo. Pasaron cinco años, se realizaron cinco procedimientos, y no se podido comprar el escáner. 


Entonces, es posible que parezca que alguna de estas modificaciones implican novedad, pero que hay 
dificultades y que estas son enormes me parece que resulta claro. No tengo dudas en cuanto a que la 
licitación es un mecanismo muy idóneo para muchas cosas, pero tampoco significa una garantía de que no 
haya problemas. Todos conocemos historias -muchas- de lo que ha sucedido con este mecanismo. 


Aquí lo que procuramos es una ingeniería con distintos componentes y que nos parece que van a cumplir con 
su cometido. No creemos que en realidad haya un problema en cuanto a los controles, pero preferiría que el 
doctor Richino hiciera una referencia al respecto. 


SEÑOR RICHINO.- Quiero hacer la aclaración de que no he participado en la redacción de este 
artículo, y por lo tanto, mi intervención no es a vía de defensa sino para aclarar algunos conceptos. 


El hecho de que se sancione, eventualmente, una disposición como la del literal U) propuesto, no significa 
que se pase necesariamente a una situación de inexistencia de controles de la legalidad del gasto. 


Hay un ejemplo análogo que es el de las contrataciones directas por razones de monto, que está en el 
encabezamiento del numeral 3) del artículo 33 del TOCAF, donde el Tribunal de Cuentas ha establecido que 
deberá solicitarse en todos los casos tres cotizaciones de precios y la intervención preventiva del Contador 
Delegado correspondiente. Aun si se sancionara este literal, el Tribunal de Cuentas podría, por vía de 
ordenanza de la contabilidad financiera, establecer la posibilidad de controles, solicitando en el mismo caso 
la cotización de precios y la intervención, aumentando los montos de delegación a la totalidad del crédito 
presupuestal en los Contadores Delegados. Reitero que esta disposición, tal como está redactada, no significa 
que caigan los controles previos de legalidad, porque el Tribunal de Cuentas tiene vías para realizar ese 
control. 


El otro punto en el que me parecía oportuno hacer alguna apreciación tiene relación con el efecto suspensivo 
de los recursos. 


El actual artículo 62 del TOCAF, en su inciso cuarto, establece el efecto suspensivo de los recursos, pero a 
continuación dice: "[...] salvo que la Administración actuante, por resolución fundada, declare que dicha 
suspensión afecta inaplazables necesidades del servicio o le causa graves perjuicios”. Según mi experiencia 
personal en la Administración, en la gran mayoría de los casos los jerarcas, con resolución fundada pero en 
último término atendiendo a potestades discrecionales, levanta el efecto suspensivo de los recursos 
presentados en el marco de un procedimiento licitatorio. Si decidieran eliminar la última frase de este 
literal U) tampoco cambiaría nada, porque se aplicaría el régimen común de recursos en materia de 
procedimientos de contratación, en los cuales en los hechos, reitero, en el 90% de los casos los jerarcas 
levantan el efecto suspensivo. 


SEÑOR MUJICA.- Señor Presidente: lamento que al Diputado José Carlos Cardoso mis argumentos le 
resulten livianos; tiene todo el derecho. Supongo que el argumento de fondo que él expresa es que las 
empresas públicas son líderes en sus respectivos sectores. Me parece que es un argumento que no 
resiste un análisis. Los sectores de la economía hay que analizarlos dinámicamente, no en forma 
estática, y por otra parte, la posibilidad que tiene un jerarca público de fundamentar una compra, un 
gasto, una gestión de cualquier tipo, en necesidades de su empresa no significa que tenga más agilidad. 
Nunca tiene la posibilidad de negociación con la que sí cuenta el empresario privado, y esta es una 
experiencia conocida y de amplio manejo en todos los sectores de mercado que he conocido en mi vida. 


Por lo tanto, este artículo, más allá de que no implica una innovación profunda desde el punto de vista 
jurídico, sí genera una importante posibilidad de cambio en el modo de gestión de las gerencias de las 
empresas públicas. Por eso sigo pensando que es muy importante. 


Además, quiero señalar que yo comparto el criterio de que es parte de una transformación. El señor Diputado 
Posada hacía una referencia que considero correcta. También hay que ver esto como un proceso. Yo creo que 


tiene que haber mecanismos ex post. En realidad, en las empresas privadas el principal mecanismo de control 
posterior está dado por los resultados de la empresa, porque si por decisiones mal tomadas, la empresa pierde, 
si quien la adoptó fue el dueño, se funde, y si no, lo echan. Sin embargo, a nivel del Estado no podemos 
adoptar ese tipo de decisiones livianamente. Por lo tanto, entiendo que sí hay que ir a una profunda revisión 
del derecho público en atención a la realidad compleja del mundo económico en el que hoy nos movemos, en 
el cual nuestras empresas públicas, si no estamos pensando en debilitarlas o privatizarlas, tendrán que 
competir en forma creciente jugando un rol que todavía no han podido cumplir. 


SEÑOR GAMOU.- Señor Presidente, menos mal que en el año 1992 ganamos aquel referéndum; de lo 
contrario, no estaríamos discutiendo esto: no habría empresas públicas. 


En realidad, quiero señalar que si bien las analogías desde el punto de vista metodológico no demuestran 
nada, desde el punto de vista científico sí sirven para esclarecer algunos ejemplos. Yendo un poco a lo que 
nos decía el profesor Rubio en el sentido de que él prefiere el control ex post más que el ex ante, en un tema 
tan importante como el de la elaboración de una ley, recuerdo que la primera Constitución democrática 
española, la del año 1977, establecía el recurso previo de inconstitucionalidad para las leyes. Eso significaba, 
de hecho, un bloqueo permanente porque cuando se aprobaba un proyecto de ley en el Congreso de los 
Diputados, bastaba con que un legislador interpusiera un recurso previo de inconstitucionalidad para que esa 
ley no entrara en vigencia hasta que el Tribunal Constitucional se pronunciara. La experiencia demostró que 
ese control ex ante no era adecuado para la buena administración del Estado. 


Esa analogía vale también para el tema de los gastos. Creo que es más importante el control ex post al cual 
yo, como parlamentario, no renuncio ni tenemos por qué hacerlo porque acá se habla de garantías, pero entre 
gitanos no nos vamos a andar adivinando la suerte y si tenemos oídas de que hay un organismo del Estado 
que está comprando mal, seguramente citaremos al Ministro referente a la Comisión o, inclusive, haríamos 
una interpelación; además, para algo existen los pedidos de informes. 


Yo creo que este artículo es bueno. El Poder Ejecutivo lo está pidiendo en el marco de lo que ellos 
denominan la reforma del Estado, aunque, por cierto, cuando llegamos al Gobierno nos dimos cuenta de que, 
en definitiva, era más fácil cuando decíamos que había que hacer caer al Estado que tener que reformarlo. 


Espero que esto dé resultado, que las empresas públicas puedan seguir compitiendo y puedan ser eficientes y 
eficaces. El otro día, cuando hice esa especie de llamamiento a la rebelión de los consumidores y muchas 
personas me preguntaron por qué no restaurábamos Subsistencias, yo me imaginaba implementando 
Subsistencias con este Estado tal cual está, en el que hacés un llamado a licitación que demoran tres meses en 
contestar y luego otro tanto en pagar: al final los productos costarían más baratos en el supermercado. 


Termino, bloqueando un poquito el Reglamento, haciendo un by pass para decir que con respecto al tema de 
cambiar el cargo de Director por el de asesor, me parece muy bien que por fin en el Estado dejemos de 
inventar caciques y pongamos indios, ya que hasta ahora éramos muchos caciques y había muy pocos indios. 


SEÑORA CHARLONE.- Me parece muy importante el debate casi político que genera este artículo. 


Creo que el texto es absolutamente claro en cuanto a lo que quiere decir. Está hablando de las empresas en lo 
que hace a aquellas actividades que están en situación de competencia. Entonces, no hay que generar 
suspicacias de tenor literal, pues -como decía- se expresa claramente cuál es el alcance. 


En cuanto al debate político es interesantísimo; se trata de un tema que seguramente nos va a ocupar mucho 
tiempo en el Plenario y en el que difícilmente nos vayamos a poner de acuerdo. Es cierto que 
tradicionalmente los partidos políticos hemos tenido una visión muy distinta del rol del Estado, de su función, 
de los ámbitos de lo público y de lo privado, del rol de las empresas públicas y hasta dónde va. Realmente 
ese es un debate que este artículo indudablemente está rozando, pero me parece que es mucho mayor y más 
amplio. 


Básicamente quería decir que saludo el anuncio que se ha hecho aquí en cuanto a que se va realizar una 
modificación a fondo del TOCAF. Quienes hemos tenido experiencia en la Administración Pública y en el 
Poder Legislativo sabemos que en anteriores Períodos de Gobierno -no voy a hablar de esta Administración- 
hemos llegado a recibir veinte mil observaciones anuales del Tribunal de Cuentas. Siempre he dicho que no 


podemos decir que todos los Ministros, los ordenadores primarios, los ordenadores secundarios sean 
corruptos, que todos estén actuando mal, sino que los mecanismos que establece el TOCAF son tan exigentes 
y obsoletos que hacen imposible la gestión. El Tribunal de Cuentas tiene la obligación de observar pues, de lo 
contrario, estaría incumpliendo con la ley y con la Constitución. Muchas veces los ordenadores tienen la 
necesidad y la obligación desde el punto de vista de la eficiencia de reiterar el gasto, quedando en falsa 
escuadra, porque de lo contrario, no pueden gestionar. 


Esto que ocurre en la Administración Central es mucho más grave y complicado en las empresas públicas, 
sobre todo en las áreas de competencia, donde la lentitud de los procedimientos muchas veces las deja en 
condiciones de notoria inferioridad. 


Saludo este artículo y el anuncio que se nos hace con relación a la modificación del TOCAF. Creo que nos 
alineamos en la tendencia mundial a nivel de derecho público respecto a que los controles pasan por una fase 
"ex post" y no "ex ante", porque si no, terminan trancando las posibilidades de administrar. 


SEÑOR GANDINI.- Cuando vengan esos controles "ex post" nosotros estaremos encantados. Acá no 
estamos hablando en contra de que el Estado supere las dificultades que tiene para que pueda ser 
eficiente en este y en otros terrenos, sino que estamos haciendo referencia a que tal como se consagra 
aquí, los controles serán ineficientes. 


Con relación a lo manifestado por el doctor Richino, es cierto que desde el punto de vista teórico el Tribunal 
de Cuentas va a controlar, pero ¿qué es lo que controla? Controla la legalidad del gasto. ¿Qué es la legalidad 
del gasto tal cual está redactado este artículo? Comprobar que el organismo compre productos de un área que 
está en competencia. Es eso; no va a controlar si se compró lo mejor, al mejor precio o si hubo un 
procedimiento competitivo porque, precisamente, se está autorizando a no recorrer ese camino, el de la 
licitación. 


Voy a poner un ejemplo. El Estado, el Ministerio de Defensa Nacional -este es un tema acerca del que hemos 
tenido polémica y del que vamos a seguir teniéndola- compró dos radares y pagó US$ 25:000.000. No hubo 
un llamado a licitación pues se amparó en el literal I) de este mismo artículo, que es la urgencia. ¿Qué hizo el 
Tribunal de Cuentas? Constató que se siguieron los requisitos que había que seguir para comprobar la 
urgencia y nada más; no pudo hacer otra cosa. ¿Saben lo que pasó? Yo tengo el informe de la señora Ministra 
de Defensa Nacional, y lo que ocurrió fue que el Estado compró un radar que no existe. ¡No existe! Compró 
por razones de urgencia un radar que va a ser entregado treinta y seis meses después; tiene que construirse. 
Jamás pudo haberse amparado en el literal I) porque si hubiese tenido urgencia habría comprado un radar 
existente; sin embargo, compró a la empresa Indra un radar que no existe, que se está construyendo. Esta 
empresa tiene treinta y seis meses de plazo para entregarlo. ¿El Tribunal de Cuentas observó eso? No, porque 
no lo puede observar. Lo que hizo fue constatar que era urgente. No fue al pliego o al contrato; dijo: 
"Compre. Es urgente. Está bien". Ahí es donde la realidad choca con los hechos. El Estado gastó 

US$ 25:000.000. ¿No habría radares más baratos? No lo sabremos. ¿No habría entregas más rápidas? Sí lo 
sabemos porque algunas empresas entregaban en pocos meses. Sin embargo, se lo compró a una empresa que 
lo entregará en treinta y seis meses; es más, no lo tiene. Esta es la misma empresa con la que tenemos líos en 
el Aeropuerto Internacional de Carrasco porque instaló softwares que no funcionan. 


Entonces, la legalidad, el control, en términos teóricos están bien, pero en la práctica tenemos algunos 
resultados negativos. Esto es igual. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- En el mismo sentido en que venía manifestándose el señor Diputado 
Gandini, señalo que también estoy de acuerdo con que nuestras empresas públicas se "aggiornen" y 
sean competentes, porque es importante para todos los uruguayos, dado el sistema en que nos estamos 
moviendo actualmente. Pero la discrecionalidad que se otorga a los Directores de cada una de estas 
empresas para hacer compras es muy importante. No es lo mismo hacer un llamado a licitación con los 
controles que tienen las empresas que se presentan, además del realizado por el Tribunal de Cuentas, 
que hacer un llamado para tener tres precios a efectos de realizar una adjudicación directa. No 
podemos comparar una cosa con otra. 


También tenemos que ver otro aspecto. Varios señores Diputados hablaban del control "ex post" que se puede 
realizar, pero no por parte del Tribunal de Cuentas; el señor Diputado Gandini ya puso un ejemplo respecto al 
Tribunal de Cuentas, que no puede controlar nada, sino simplemente expresar que existe una reiteración del 
gasto, y sigue adelante. 


La actual situación política es lo que me preocupa. Desde el Parlamento puede hacerse cualquier pedido de 
informes o cualquier llamado a Ministros, Directores o lo que sea, pero la mayoría parlamentaria del Partido 
de Gobierno determina que, aunque se cometan errores, defienda la posición de sus Directores. Hay nulidad 
de control por parte del Parlamento, más allá de que podamos levantar la voz. Esta discrecionalidad, con esta 
generalidad, que se otorgará a todos los entes autónomos y organismos del Estado determinará que en este 
marco político, y de aquí a 2010, los partidos de la oposición no tengan ninguna posibilidad de realizar un 
contralor real, sino de boca. 


SEÑOR BRENTA.- No quiero adelantar debates. Comprendo que cada vez que se desarrolla una 
instancia de este tipo se busca un elemento que permita dar difusión pública parcial a algunas cosas. 


Aquí estamos discutiendo incorporar un inciso a un conjunto de excepciones previstas en la ley. El 

artículo 482 de la Ley N* 15.903 establece como criterio general la licitación pública y luego un conjunto de 
limitaciones. Una de ellas es el monto: cuando se exceda determinado monto se autoriza una licitación 
abreviada; cuando no se exceda cierto monto se autoriza a comprar en forma directa. Hay criterios distintos 
cuando las compras se realizan entre organismos del Estado, ya sea para adquirir determinado tipo de bienes 
o paquetes. Nada de esto es nuevo. 


Aquí se establece una condición particular para las empresas que están en régimen de competencia que, de 
acuerdo con mi opinión, mejora sus condiciones para competir. Lo único que hace es modificar el tiempo de 
los controles que los organismos correspondientes deben realizar, en particular, el Tribunal de Cuentas de la 
República. Aquí no se debilitan los controles sino que se mantienen, pero se harán en forma posterior en vez 
de hacerlo previamente. 


Deducir de esto -extremando el razonamiento- que el Estado pierde el control, que el Parlamento carece de él 
y que se va a controlar de boca, es un intento bastante vano de generar un conjunto de suspicacias. A quienes 
tienen suspicacias sobre la gestión de las empresas públicas, los invito a venir los días jueves en horas de la 
mañana a la sala de sesiones donde sesiona la Comisión que está estudiando la gestión de las empresas del 
Estado entre los años 2000 y 2005; seguramente se lleven un conjunto de sorpresas muy interesante. 


Quiero reiterar -esto lo digo a título de constancia, porque con el señor Diputado Gandini hemos discutido 
extensamente sobre los radares, tema que a él le preocupa bastante y le preocupó mucho en la Rendición de 
Cuentas pasada- que nadie compró un radar que no existía, sino que se compró un radar que sí existía con un 
plazo de entrega, establecido en el contrato, de treinta y seis meses. El señor Diputado Gandini sabe esto 
porque se explicó en el seno de esta Comisión en ocasión de la presencia de las autoridades del Ministerio de 
Defensa Nacional; también el señor Diputado sabe que la razón de urgencia estuvo porque esta empresa 
ofrecía instalar un radar -como efectivamente ocurrió-, durante la XVI Cumbre Iberoamericana de Jefes de 
Estado y de Gobierno realizada en Uruguay. Esa fue la razón de urgencia. Se hizo un pago adelantado a la 
fecha del contrato y el resto se va a pagar cuando el radar esté instalado. Todo el proceso previo a la compra 
fue explicitado acá largamente, durante horas, por miembros de la Fuerza Aérea Uruguaya. Es cierto que 
había una empresa, representada por el señor Svetogorski, que perdió y que tenía un precio más barato. 
También se argumentó aquí largamente por qué perdió, aunque era la empresa que había ofrecido el precio 
más barato; se explicitó por parte de los técnicos de la Fuerza Aérea Uruguaya que había sido por razones 
técnicas. Por tanto, me parece un mal ejemplo referido a un tema que no se comprendió. 


SEÑOR ASTI.- Iba a pedir la palabra para contestar una alusión, porque se vuelve a tocar el tema de 
que el Partido de Gobierno tiene la mayoría parlamentaria -de acuerdo con lo que establece la 
Constitución-; esto no cambia el hecho de que durante los cuatro Períodos anteriores hubo mayorías de 
Gobierno, aunque fueran de distintos partidos, porque funcionaron otras coaliciones. Es un argumento 
reiterado que ahora estamos modificando porque tenemos mayorías parlamentarias, pero es lo que la 
Constitución establece. Recordemos que este Gobierno -que tiene mayoría parlamentaria propia- está 
acorde con lo que establece la Constitución, así como los Gobiernos anteriores eran absolutamente 
constitucionales porque formaban coaliciones de Gobierno y tenían mayorías propias para sacar 


cualquier iniciativa y, por lo tanto, también para controlar algunas de las cosas que, como decía el 
señor Diputado Brenta, obviamente, no se controlaron. Alcanza con ver lo que está tratando la 
Comisión Investigadora sobre el funcionamiento de los organismos públicos en el período anterior. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- No voy a defender al Gobierno del Período 2000-2005 porque el 
Partido Nacional no dirigía el Gobierno y también era minoría. Sí quisiera decir que no somos 
contralor de este Gobierno porque no tenemos los votos suficientes. Vuelvo a reiterar que solamente 
podemos hacer públicas nuestras quejas y nuestras observaciones porque después están los votos, las 
manos levantadas, para apoyar, aunque estén en contra. En el plenario se ha dado -todos lo sabemos- 
que Diputados del Partido de Gobierno que estaban en contra de algún artículo que el Poder Ejecutivo 
enviaba han votado en contra, dejando constancia en la versión taquigráfica de su disentimiento con la 
votación. Entonces, si Poder Ejecutivo envía la orden de que hay que votar algo a favor, lo van a hacer 
igual, aunque no estén de acuerdo. Eso significa que nosotros, como contralor, solamente podemos 
levantar nuestra voz. 


SEÑOR TROBO.- Voy a hacer mención a este tema y luego voy a formular una pregunta sobre un 
aspecto de las modificaciones presupuestales de la Rendición de Cuentas. 


Aquí lo que se pretende es hacer algo sin que se sepa que se hace. Es la acción típica de este Gobierno. Ya lo 
hicieron con ANTEL. En su momento, escuché en la Comisión de Transporte y Obras Públicas que el 
sindicato de ANTEL vino a pedir desesperadamente que se le diera la posibilidad de competir con las 
empresas privadas y, para ello, que tuviera un régimen de compras especial. Pidieron el mismo régimen de 
compras que las empresas privadas, que es lo que está solicitando ahora el Poder Ejecutivo, pero -¡cuidado!- 
con una amplitud incontrolada. El Poder Ejecutivo presenta un artículo que establece que son ciertos 
organismos los que deberían tener este régimen especial, pero una vez que se presenta al Parlamento, 
directamente se sacan los nombres de los organismos y esto se establece de forma genérica. Inclusive, 
eventualmente podrían tenerlo Ministerios porque se trata de las actividades del Estado en competencia. 


(Interrupción del señor Representante Asti) 


Con la persistencia con que vienen estos cambios al Parlamento -primero con respecto a ANTEL, luego 
con otras empresas y después directamente con una serie de organismos, empresas, servicios descentralizados 
o lo que fuera-, obviamente se pone de manifiesto una visión que no deja claro lo que quiere el Poder 
Ejecutivo. El Poder Ejecutivo tiene que decir: "Vamos al derecho privado, con las empresas". Pero con eso va 
a tener un fenomenal lío con los sindicatos; entonces, los va engañando de a poquito, les va poniendo 
cambios que van generando una situación totalmente novedosa, que no tiene nada que ver con las empresas 
públicas que el Partido de Gobierno defendió con ahínco en todos los plebiscitos que ha habido en los 
últimos años. 


Me gustaría tener una apertura de los gastos que se realizaron para la Cumbre Iberoamericana, porque me 
parece que están presentes las personas indicadas para hacer ese análisis de los gastos y de los rubros contra 
los que se imputaron esos gastos: qué fue lo que se pagó, y si fueron compras, suministros o viáticos. 
Supongo que todo está imputado al presupuesto de la Presidencia. En caso de que haya habido compras que 
no hubiesen sido imputadas a la Presidencia, nos gustaría que nos hicieran la referencia a los efectos de poder 
analizarlo con la presencia de los Ministerios correspondientes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha habido una solicitud de parte del señor Diputado Trobo -más allá del otro 
análisis realizado- para que se realice o se remita un informe acerca de la apertura de gastos de la 
Cumbre Iberoamericana. 


SEÑORA RETHÉN.- En este momento no tenemos preparado el trabajo que pide el señor Diputado, 
pero quisiera precisar lo siguiente. 


El Ministerio de Economía y Finanzas, ante la Cumbre Iberoamericana, planteó un criterio. Prácticamente 
todos los gastos de funcionamiento se ejecutaron a través de los Ministerios de Relaciones Exteriores y del 
Interior. Se reforzó el Inciso 02 básicamente para la compra de equipos para la SEPREDI y de computadoras 


para hacer la sala de prensa. Tampoco se gastó en su totalidad el dinero del refuerzo obtenido porque luego 
vinieron donaciones del Gobierno de México y de una asociación española. 


Los gastos fueron mínimos: aquellos para los cuales no daba el tiempo de pedir el dinero por adelantado al 
Ministerio de Relaciones Exteriores. Podemos preparar la información con mucho gusto para mandarla a la 
Comisión, pero los gastos de funcionamiento fueron mínimos. Todo lo demás se canalizó a través de los 
Ministerios de Relaciones Exteriores y del Interior en conjunto, reforzándose el funcionamiento de ambos. 
Para las inversiones se reforzó a la Presidencia y a los Ministerios del Interior y de Relaciones Exteriores. 
Solamente no se financió la parte de compra de equipos. De todas maneras, no tengo el dato exacto de los 
pequeñísimos gastos en los que tuvimos que incurrir. 


SEÑOR TROBO.- Yo desearía poder tener una relación de la totalidad de los gastos; usted dirá a quién 
se la pedimos. Creo que el Poder Ejecutivo tiene la suficiente comunicación entre sus distintas 
dependencias como para que nos pueda presentar un documento en el que se establezcan todos los 
Ministerios que contribuyeron con recursos presupuestales a la organización de la Cumbre. Voy a 
formular algunas preguntas. ¿Presidencia gastó contra el presupuesto de inversiones para esa 
circunstancia? ¿Qué fue lo que compró? Creo que ese dato deben tenerlo. Me dicen: "Muy poco". 
¿Qué inversiones se hicieron con cargo al Presupuesto de la Presidencia de la República en ocasión de 
la Cumbre Iberoamericana? 


SEÑOR GALEOTTI.- En concreto en el tema de inversiones, el Ministerio de Economía y Finanzas 
reforzó el Proyecto 707 de inversiones de SEPREDI en aproximadamente $ 1:900.000. Eso se invirtió 
básicamente en el equipamiento informático y de montaje del Centro de Prensa y Difusión de la 
Cumbre Iberoamericana. Ese fue el gasto fundamental. Luego hubo una partida de inversiones para la 
compra de tres vehículos que fueron a engrosar la flota de Presidencia. Eso iba dentro del Proyecto 705 
de flota vehicular. Básicamente, esas fueron las inversiones. Para complementar las inversiones 
realizadas, se las reforzó con una pequeña partida de $ 900.000 para gastos de funcionamiento. Esos 
fueron los únicos dos rubros que se reforzaron a la Presidencia por parte del Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


SEÑOR TROBO.- Con respecto al Proyecto 705, ¿me pueden informar las características de los 
vehículos, el monto que se pagó por ellos, las particularidades de esa compra y a quién se la realizó? 


SEÑOR GALEOTTI.- Se compró una camioneta 2x4 y dos automóviles por un monto de $ 3:094,532, 
en el entorno de los US$ 125.000. Esos vehículos tenían ciertas características que fueron determinadas 
por la gente especializada de la Presidencia, por ejemplo, que fueran blindados. Ese fue un gasto de 
funcionamiento adicional a la inversión realizada. Reitero que se trata de una camioneta 2x4 Blazer 
S10 y dos vehículos Vectra. Fueron comprados por concurso de precios a la empresa General Motors 
de Uruguay. 


SEÑOR TROBO.- Los vehículos blindados se compraron por sugerencia del área de seguridad de 
Presidencia. Si hubiera alguno de los funcionarios aquí presentes, nos gustaría recibir alguna 
explicación acerca de la razón por la cual por primera vez en la vida de la República se compran tres 
vehículos blindados para uso del señor Presidente de la República. ¿Se compraron en Uruguay? ¿Son 
fabricados en el país? ¿Fueron blindados en Uruguay? ¿Entre qué empresas se hizo el concurso de 
precios? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me da la sensación de que las preguntas parciales que el señor Diputado 
Trobo hace nos pueden llevar hasta las dos o tres de la tarde. No obstante, estoy absolutamente seguro 
de que existe voluntad por parte de la Secretaría de la Presidencia y de todo su equipo de contestar las 
preguntas. Quizá el mecanismo adecuado hubiera sido un pedido de informes o solicitar directamente 
una información pormenorizada del tema. 


SEÑOR VÁZQUEZ.- Me voy a referir a los requisitos que llevaron a que se tuvieran que comprar tres 
vehículos blindados. Debo recordar que en la Cumbre de Presidentes Iberoamericanos participaron 
más de veinte personalidades a nivel internacional, entre los que se encontraba el señor Kofi Annan. 
Como es habitual en estos eventos, en todas partes del mundo las personalidades que vienen establecen 


determinadas condiciones; una de ellas es contar con las mayores garantías posibles para los primeros 
mandatarios en cuanto a seguridad se refiere. Reitero que una de las medidas que piden -son varias- es 
que se proporcionen vehículos que den garantías de seguridad a los primeros mandatarios. Como es de 
conocimiento público, en el Uruguay hay pocos vehículos blindados y en este caso la cantidad que 
había no alcanzaba. Hubo que pedir algunos prestados a algún privado, porque hay ciudadanos 
particulares que andan en vehículos blindados en Uruguay. De todos modos no alcanzaba, por lo cual, 
siguiendo las exigencias de las delegaciones de los países que venían y las recomendaciones del 
Comando que estuvo a cargo de la seguridad de la Cumbre, hubo necesidad de comprar estos tres 
vehículos. Estos vehículos reunían las condiciones que nos estaban exigiendo -como tantas otras cosas 
que nos exigían- y se pusieron a disposición de la Cumbre. 


El doctor Galeotti puede explicar las condiciones de la compra. Yo explico por qué se compraron los 
vehículos y que características tenían. Los vehículos tienen radio y si quieren entramos en esos detalles. 


SEÑOR TROBO.- ¿Ahora se usan todos los días? 


SEÑOR VÁZQUEZ.- Los vehículos se compraron para uso de la Cumbre y ahora se utilizan para 
algún otro evento, como la visita de algún mandatario. Cada vez que viene algún Presidente pide esos 
autos y por suerte esta vez tenemos vehículos para darles. No tenemos que afrontar la vergiienza de 
decirles que no tenemos vehículos para proporcionarles. Inclusive, hubo algún mandatario que dijo 
que si no le podíamos ofrecer un auto lo traía de su país. Nos parecía que era una muy mala imagen 
para Uruguay que el Rey de España se trajera su blindado en un avión. Es más: cuando vino el señor 
Presidente Bush, su delegación trajo aviones con vehículos blindados porque no les satisfacía la calidad 
de los vehículos que teníamos. 


SEÑOR GALEOTTI.- El procedimiento de compra fue al amparo del literal 1). Como todos ustedes 
sabrán, las compras para la Cumbre Iberoamericana fueron todas exceptuadas de los mecanismos de 
licitación y amparadas en el literal I) por razones de urgencia. Eso fue gestionado por el Ministerio de 
Relaciones Exteriores. Entonces, la compra de los vehículos se enmarcó dentro de esta excepción y, por 
lo tanto -ustedes observarán el monto- se realizó por compra directa. 


Se efectuaron sondeos y pedidos de precios con el criterio de que se iban a comprar vehículos que estuviesen 
disponibles en frontera, de marcas de frontera, para abaratar costos. El mejor precio fue el que ofertó General 
Motors Uruguay, y así se adjudicó. El procedimiento se realizó al amparo del literal [). 


SEÑOR TROBO.- ¿La Presidencia de la República tuvo en cuenta que en Uruguay se blindan 
vehículos? 


SEÑOR RICHINO.- Eso fue tenido en cuenta y estuvo a cargo de la División Transporte de la 
Presidencia de la República. Esta División estuvo en contacto con la firma que blinda vehículos en 
Uruguay, pero dada la premura por traer los vehículos, el blindaje se hizo en Brasil, que fue desde 
donde General Motors de Uruguay los importó para la Cumbre. Por lo tanto, ese hecho fue tomado en 
consideración, pero se descartó por razones de oportunidad y de tiempo. 


Queremos mencionar que existen disposiciones que ampararon esta compra. Me refiero al Decreto 

N* 386/006 del Poder Ejecutivo, de 18 de octubre de 2006, al Decreto N* 410/006, de 30 de octubre de 2006 
y a la Resolución de Presidencia N* 791 de 31 de octubre de 2006. Como ustedes pueden ver, el 
procedimiento se hizo muy cerca de la fecha de inicio de la Cumbre Iberoamericana, que comenzó el 3 de 
noviembre del pasado año. Por esta razón hubo que ingresar estas adquisiciones dentro del procedimiento de 
urgencia y realizar el blindaje de los vehículos en origen y no en nuestro país. 


SEÑOR TAJAM.- Simplemente, para quitar alguna sombra que pueda haber en cuanto a que estos 
gastos son de carácter secreto. Más allá de la ampliación en la información que están dando los 
miembros del Poder Ejecutivo, tenemos el Tomo I de la Rendición de Cuentas, "Resultado de la gestión 
pública del sistema SISI". Y en los proyectos 705 y 707 del Inciso 02, Presidencia de la República, se 
habla claramente de la compra de los automóviles, de los gastos que fueron ejecutados con motivo de la 


Cumbre, amparados por los Decretos N”* 385 y N” 410, y por la Resolución de Presidencia de 31 de 
octubre de 2006. Todo esto se detalló en el amplio informe de la Rendición de Cuentas; queremos dejar 
constancia de ello. Los proyectos 705 y 707 de la Presidencia de la República dan clara cuenta de los 
gastos que se hicieron con motivo de la Cumbre. Está muy bien que se pida una ampliación de datos, 
pero no queremos que queden dudas de que todo esto estaba informado. 


SEÑOR MACHADO.- Quiero manifestar que estoy verdaderamente impresionado -tanto en la Ley de 
Presupuestos como en las Rendiciones de Cuentas- con la "siglamanía" que tiene este Gobierno. 
Realmente creo que no va a ser fácil para los uruguayos de a pie, cuando algún periodista o algún 
burócrata mencione, por ejemplo, el SIRO, saber que se trata del Sistema Integrado de Retribuciones 
y Ocupaciones; pero esto es solo un comentario. 


Concretamente, quiero preguntar si estamos en condiciones de saber cuánto aumenta el gasto, de acuerdo con 
lo planteado por el Inciso 02, Presidencia de la República. 


También quiero recordar los comentarios de un veterano en estas lides presupuestales y rendiciones de 
cuentas, el contador Davrieux, quien muchas veces decía que en ocasiones algunas cosas que "prima facie" 
aparecían sin gasto, después terminaron costando mucho al Estado. 


SEÑORA MAILHE.- El costo que tenemos es estimado porque algunos artículos, que refieren a 
algunas transformaciones de otros Ministerios, aún no se han podido costear. El costo que tenemos 
para el Inciso 02 en el año 2007 es, en miles de pesos, de 9.547; para 2008, de 120.625 y para 2009, de 
97.859; esto incluye gastos de funcionamiento e inversiones. 


SEÑOR GANDINI.- Quisiera saber si se ha podido llenar el cargo de Coordinador de Inteligencia del 
Estado, que se creó con el voto de todos los Partidos en la Ley de Presupuesto. Según información de 
prensa, si bien hace bastante tiempo que se creó este cargo, aún no ha sido ocupado. 


Por otra parte, quisiera preguntar acerca de una cantidad importante de transferencias -que vemos 
habitualmente cuando consultamos la página web de la Presidencia de la República y del Tribunal de 
Cuentas- de la Presidencia de la República al Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, PNUD. 
Supongo que algunas tienen que ver con convenios, pero quisiera saber si las transferencias que se hacen a 
esos organismos son para contratar a través de ellos a funcionarios o a personas que luego desempeñan 
actividades en la Presidencia de la República. De de esto, particularmente, nos llamaba la atención alguna 
información referente a la contratación de varios politólogos como, por ejemplo, los señores Canzani, 
Chasquetti y Buquet, contratados para tareas diversas en programas de la Presidencia de la República. Como 
lo que uno puede consultar en la página web son apenas las contrataciones, queríamos saber en qué función 
se los incluía y, en este caso, si las contrataciones del PNUD para Presidencia se realizan con fondos de esta, 
que se trasladan al PNUD, y por qué se utiliza ese mecanismo. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.-En cuanto a la primera pregunta, debo responder que el cargo no ha podido 
ser llenado porque ha sido ofrecido sucesivamente a distintas personas, tanto del orden civil como 
militar quienes, luego de meditarlo, declinaron la aceptación. 


En lo que refiere a las transferencias del PNUD, obviamente, tienen por objeto el cumplimiento de proyectos 
contraídos con ese Programa, incluido el caso de los politólogos que se acaba de mencionar. 


Con respecto al sistema del PNUD, es tradicional que reciba fondos del Estado, los administre y luego lleve 
adelante los proyectos. Es excepcional que con fondos propios de Naciones Unidas haga algún tipo de 
cooperación honoraria, por donación; en todas las áreas -no solo en la de Presidencia de la República- 
siempre se trata de fondos estatales. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Quiero hacer una consulta con respecto al artículo 108, por el que se 
habilita para el Instituto Nacional de Estadística una partida anual de $ 48:000.000 con destino al 
financiamiento de 10 cargos de alta especialización y contratos a término de profesionales y técnicos. 
Ya se ha dicho que el INE ha sufrido un vaciamiento de cargos, y me gustaría saber qué tipo de cargos 


de alta especialización son estos 10 que se financian por este artículo. Les voy a decir la razón por la 
que pregunto esto. Si uno hace una comparación, $ 48:000.000 es la misma cantidad que se da al Plan 
de Equidad para asistencia a la vejez a dos mil uruguayos, y es un poquito más que lo que se destina a 
medidas de inclusión social para proyectos de discapacitados. Entonces, no es poca cosa que 
anualmente se destinen $ 48:000.000 para no sabemos cuántos cargos, entre los que hay 10 de alta 
especialización. Reitero: quisiera saber de qué cargos de alta especialización estamos hablando, 
especialmente en el caso de estos 10. 


SEÑOR CALVO.- Hoy nos referíamos a un artículo sustitutivo que se hizo llegar oportunamente a la 
OPP, porque la redacción de este hace pensar que todo este dinero es para atender esos cargos de alta 
especialización o la contratación de cierto número de técnicos. En realidad, este monto es para cubrir, 
no solo las contrataciones que se mencionan, sino toda la reestructura organizativa del organismo, a la 
vez de llevar a una nueva escala salarial a sus técnicos y al personal administrativo. 


En particular, los cargos de alta especialización a que se hace referencia, son los cargos superiores del 
organismo, o sea, los cinco cargos de Director de División. Al día de hoy, el INE cuenta con tres divisiones 
sustantivas y una división administrativa; por este medio se pretende generar la quinta división, que es la que 
plantea la Ley N* 16.616, de sistema estadístico nacional, que lleva más de trece años de vigencia, pero el 
Instituto no ha podido poner a funcionar el cometido principal que le otorga, que es el de coordinar y 
supervisar el sistema estadístico nacional. 


Ustedes saben tan bien como yo que el sistema estadístico nacional es totalmente descentralizado. El INE 
desarrolla una parte importante de las estadísticas nacionales, pero no la totalidad; lo que la ley determina es 
que actúe con centralización normativa y con descentralización operativa. Es, precisamente, esa actividad la 
que el INE no ha podido encarar durante estos 13 años por falta de técnicos y, fundamentalmente, por no 
haber podido constituir la División Coordinación del CEN, que es la que se pretende desarrollar en este 
momento. Estos diez cargos de alta especialización quedarían asignados a las Jefaturas de División; y a cinco 
cargos de asesoría técnica para la asesoría de alto nivel en la Dirección del Instituto. 


Paralelamente, el resto del dinero sería aplicado a mejorar la cantidad de técnicos con el que hoy cuenta el 
Instituto, incorporando nuevos cargos y, al mismo tiempo, incrementando la actual escala salarial. Por eso es 
que se está planteando una reforma organizativa, en función de la cual también se está haciendo una 
adecuación de la estructura de cargos y funciones del organismo para una mejor atención de las actividades 
propias y de coordinación y definición del marco normativo y metodológico, que actualmente el INE no está 
cumpliendo. 


A esta conclusión no se llega caprichosamente sino después de una serie de informes que han sido 
patrocinados por el PNUD. A diferencia de lo que recién mencionaba el señor Secretario de la Presidencia de 
la República, esto sí se ha hecho con fondos propios del Programa, que en 2004 contrató a la Facultad de 
Ciencias Sociales para que hiciera un profundo análisis del estado de situación de las estadísticas sociales en 
el país -insisto: no solo de las que genera el Instituto, sino de las de todo el sector-, del que surgió cuáles son 
las carencias importantes que existen. A partir de eso se comenzó a trabajar en varios proyectos, entre los que 
están los del certificado de nacido vivo y el de identificación del niño al momento del nacimiento. 
Paralelamente, en 2005, también con fondos del PNUD, CINVE desarrolló un estudio sobre el estado de 
situación de las estadísticas económicas. También hay informes del Banco Central que, como gestor de las 
cuentas nacionales, necesita las estadísticas básicas y las de todas las carencias que existen en el país. 


Finalmente, en el año 2006 el país recibió una cooperación del Banco Mundial, que se traduce a través de una 
consultoría que pone ese organismo para hacer un análisis de la situación de las estadísticas a nivel de país. 
Es un proyecto que viene promoviendo tanto en América Latina como en África, con el fin de desarrollar los 
sistemas estadísticos y que se denomina Estrategia Nacional de Desarrollo Estadístico. Esto generó un 
profuso informe, en el que hubo una fuerte participación de usuarios y productores de las estadísticas 
nacionales. Además, a partir del informe de Estrategia Nacional de Desarrollo Estadístico se desarrolló lo que 
se ha dado en llamar Plan Maestro Estadístico para el País, que involucra a todo el sistema estadístico 
nacional y que es el estadio final para que, conjuntamente con las consultorías del Banco Mundial, se 
desarrolle una reformulación de la estructura organizativa del INE para proponer a las autoridades de 
Gobierno. En este momento en particular, sobre la base de este costeo, se está trabajando con la Oficina 


Nacional del Servicio Civil y con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto a fin de definir esa nueva 
estructura organizativa. 


En resumen, no se trata de que haya $ 48:000.000 para contratar cargos de alta especialización y algunos 
técnicos, sino que se abarca toda la reformulación organizativa del Instituto y todo el personal que 
actualmente forma parte de sus cuadros, con la visión de reperfilarlos a un nivel superior desde el punto de 
vista técnico. Al mismo tiempo, se incorpora un número importante de técnicos para poder cumplir a 
satisfacción con lo que la ley marca y con las demandas de estadísticas que, por fuera de la norma, 
diariamente surgen desde la sociedad del conocimiento. 


Espero que con esto haya respondido a la señora Diputada. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Es válida la aclaración, pero me gustaría que nos enviaran por escrito la 
estructuración de cómo está actualmente y que nos aclararan en forma específica qué es lo que se planea en 
cuanto a escala de sueldos y de cargos. 


SEÑOR CALVO.- Lo que se está planteando -figura en el artículo sustitutivo que el señor Director de 
Planeamiento y Presupuesto alcanzó a la Mesa- es tener una escala salarial semejante a la que maneja 
la Agencia para el Desarrollo del Gobierno de Gestión Electrónica y la Sociedad de la Información, con 
una remuneración máxima de $ 60.000 y luego ir bajando, nivel a nivel, a un 90%. 


Con gusto enviaremos oportunamente toda la información que se requiere. 


SEÑOR ASTI.- En el artículo 108 se plantea -tengo una redacción tentativa- que el Poder Ejecutivo 
remitirá a consideración de la Asamblea General la reestructura de puestos de trabajo, debiendo esta 
expedirse dentro de un plazo de 45 días, etcétera. O sea que la reestructura va a venir para que se 
expida la Asamblea General. 


SEÑOR GANDINI.- Entonces, debemos entender que esa partida está referida a los diez cargos de alta 
especialización y a contratos a término. 


(Interrupción del señor Representante Asti) 


Lo que no se establece es la cantidad de contratos a término; no hay un límite de esas 
contrataciones ni se dice hasta cuándo son. Además, la referencia legal se hace a los artículos 30 a 43 de 
la Ley N” 17.556, que regula este tipo de contratos a término en cuanto a cómo se deben llamar y 
demás. Pero el artículo 43 está vinculado a becarios, y me llama la atención que se incluya la 
regulación de becarios dentro de esta referencia de artículos. 


SEÑOR CALVO.- Obviamente, el Instituto desarrolla actividades permanentes, pero también otras 
muy coyunturales, por razones propias y porque muchas veces determinados organismos, tanto del 
Estado como del ámbito municipal o también del sector privado nos solicitan determinado tipo de 
acciones específicas, que desarrolla el Instituto de acuerdo con las atribuciones que tiene; actúa como 
un proveedor de servicios a terceros. Para ese tipo de actividades generalmente se trabaja con 
contrataciones muy puntuales, por dos, tres o cuatro meses, fundamentalmente para cubrir las 
actividades de relevamiento de campo o de la captura definitiva de la información después. 


En la actualidad, muchas de esas situaciones se salvan mediante un convenio con el Instituto de la Niñez y la 
Adolescencia del Uruguay, con la Facultad de Ciencias Sociales y con la Facultad de Ciencias Económicas; 
ellos nos hacen la provisión de personal para esas actividades y nosotros pagamos una contrapartida al 
Instituto o a la Facultad respectiva. Como es algo que ocurre naturalmente, acá ya se está haciendo la 
previsión para que a futuro no haya que plantear por la vía legal o de la excepción que el Instituto pueda 
hacer contrataciones específicas para cubrir ese tipo de actividades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos culminado lo que tiene que ver con el Inciso 02, correspondiente a la 
Presidencia de la República. 


Teníamos previsto continuar en la mañana de hoy con la Reforma del Estado, con el informe de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil. Habíamos fijado la hora 12 para finalizar la primera etapa, por lo que la Mesa 
considera que no vale la pena comenzar con estos temas en los pocos minutos que nos restan. 


La Mesa tiene confirmada una agenda muy apretada y está previsto que la ONSC y la OPP vuelvan el jueves 
14, a la hora 9, para comenzar a analizar el tema de la reforma del Estado. 


SEÑOR POSADA.- El viernes pasado, cuando interviniéramos en oportunidad de la presencia del 
equipo económico, con posterioridad el Director de Planeamiento y Presupuesto puso en cuestión 
algunas de las afirmaciones que habíamos realizado. En esa ocasión nos comprometimos a alcanzarle 
los documentos para refrescar la memoria al señor Director, cosa que hemos hecho en el día de hoy, 
por lo cual vamos a solicitar que se le haga llegar la entrevista a la cual hicimos referencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se procederá. 


La Comisión de Presupuestos, integrada con la de Hacienda, les agradece su visita. El jueves 14 nos veremos 
nuevamente con la Oficina Nacional del Servicio Civil y con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


La Comisión pasa a intermedio hasta la hora 13. 


(Es la hora 11y 52) 
———C ontinúa la sesión. 
(Es la hora 13 y 10). 


(Asiste la señora Ministra Interina de Relaciones Exteriores, Profesora Belela Herrera, y los 
Embajadores José Luis Cancela y Omar Mesa). 


Previamente, quiero señalar que mañana la tarea de la Comisión comenzará a la hora 11, con la 
presencia de las autoridades de la Corte Electoral y no de las del Ministerio de Educación y Cultura 
como estaba previsto. Posteriormente, a la hora 14 asistirán las autoridades del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas. 


Esta Comisión tiene mucho gusto en recibir a la señora Ministra Interina de Relaciones Exteriores, Profesora 
Belela Herrera, y a los señores Embajadores José Luis Cancela y Omar Mesa. La idea es tratar el Inciso 06, 
Ministerio de Relaciones Exteriores, que, según el proyecto de Rendición de Cuentas y Ejecución 
Presupuestal de 2006, comprende los artículos 155 a 162, inclusive. 


SEÑORA MINISTRA INTERINA DE RELACIONES EXTERIORES.- Lamento que el Ministro no 
esté en el Uruguay. Como ustedes saben, se encuentra cumpliendo funciones en la Reunión de la 
Asamblea General de la OEA en Panamá. Nos ha tocado venir a nosotros, acompañados de dos 
funcionarios de alto nivel de la Cancillería que ustedes ya conocen y que han estado muy abocados al 
tema de la Rendición de Cuentas. Trataré de ser lo más concisa posible, y cuando me pierda en estos 
temas voy a solicitarles que aclaren cualquier duda que los señores legisladores planteen. Desde ya les 
agradecemos que estén compartiendo esto con nosotros. 


El artículo 155 trata de la compensación del escalafón M y el Escalafón R. Se trata de nivelar los sueldos 
nominales en Montevideo. Hay algo muy especial que me gustaría poner en conocimiento de ustedes. A 
nuestro entender, es absurdo que el sueldo del escalafón técnico sea superior al de Embajador. Mejorar los 
sueldos en Montevideo evitaría que las personas que están -por ahora- dos años para salir al exterior, y 
cuando vuelven pasan por un período de adaptación para empezar a funcionar correctamente, no estén 
pensando en salir porque los sueldos son absolutamente insuficientes para sobrevivir aquí. Un Embajador 
Grado 7 gana $ 23.598,72, y el Grado 1 de Secretario de Tercera gana $ 15.836,12. En cambio, en el 
Escalafón Técnico Administrativo, un Grado 15 gana $ 33.920,04 y el Grado 4 $ 11.118,55. La diferencia es 


grande y es absurdo que el Escalafón Técnico Administrativo tenga mayores sueldos que el de un Embajador 
Grado 7. 


El artículo 156 -relativo a los negociadores comerciales- es el que modifica el artículo 71 de la Ley 

N? 18.046, de Rendición de Cuentas de 2006. Se trata de que los negociadores comerciales, que ahora van a 
ser diez -es lo que pretendemos- en lugar de permanecer dos años en Montevideo lo hagan por un período 
mínimo de tres años, de modo de tener mayor permanencia en la sede y que no puedan presentarse a la Junta 
de Destinos antes de vencido dicho plazo. Para nosotros ese es un beneficio grande porque, con mayor 
permanencia, podrán abocarse a un seguimiento de su tarea en forma más adecuada. 


El artículo 157 refiere a la provisión de vacantes en el Servicio Exterior. Se habilita al IASE para convocar en 
el primer semestre al concurso. Esto tiene relación con el Decreto-Ley N* 14.206, de 1974 -muy antiguo, 
como advertirán-, que es el Estatuto del Servicio Exterior. El objetivo es mejorar la redacción y señalar que 
se agregan al concurso los títulos de Economía y Administración, además de los de Abogacía y Relaciones 
Internacionales. Se define el límite de edad en 35 años a la fecha de la inscripción, se precisan las carreras 
universitarias, especificidades para Relaciones Exteriores, y se tiene en cuenta la suspensión del concurso 
cuando el número de vacantes a cubrir sea inferior a cinco personas. 


El artículo 158 refiere al Sistema de Inteligencia Comercial, al que se le denominó SIC. Esto es algo 
completamente nuevo, que queremos promover con mucha fuerza porque es una red para la promoción e 
inserción comercial. No se crean nuevas estructuras, pero de esta manera se aprovecharían las misiones en el 
exterior para identificar los mercados, analizar las tendencias, los posibles competidores y cómo podemos 
entrar en temas vinculados a nuestra economía. Se trata de algo que serviría muchísimo para nuestra 
Cancillería. 


El artículo 159 tiene que ver con la Unidad de Análisis Estratégico, que vendría a ser un "think tank", 
expresión tan en boga en este momento. Ante la complejidad y transversalidad de las Relaciones 
Internacionales se crea un grupo de pensamiento y reflexión en el área académica en el instituto de estudios 
de nuestra Cancillería -Instituto Artigas del Servicio Exterior, IASE-, con aportes teóricos e intelectuales para 
los tomadores de decisiones. Esto implicaría reflexionar a mediano y largo plazo con embajadores, 
académicos y técnicos, ser el soporte de autoridades del Ministerio y adelantar escenarios. Quisiera recalcar 
que el monto ficto está acordado con el Ministerio de Economía y Finanzas. 


Por su parte, el artículo 160 refiere al contrato zafral. En este sentido ha habido una discusión entre lo que es 
contrato zafral y eventual. De acuerdo con el artículo 41 de la Ley_N* 18.046, se consideran las dos 
posibilidades: zafral y eventual. Esto posibilitaría instrumentar convenios con la Universidad de la República 
y con la UTU, lo que sería muy importante para la dinámica de la Cancillería dada la falta de funcionarios. 
Entonces, habría que modificar la redacción. 


El artículo 161 implica adecuar el equipo informático. Naturalmente, todos queremos tener los últimos 
modelos y la tecnología más adecuada para contar con el instrumento informático de acuerdo con las 
exigencias del funcionamiento de la Cancillería en coordinación con el exterior. Destacamos que hay dos 
proyectos prioritarios: la puesta a punto de la red en la capital, con redes institucionales, y el portal de las 
misiones en el exterior, lo que se coordina con la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Según el artículo 162, se crean cargos. Esto tiende a la profesionalización del Servicio Exterior. Por un lado 
está el escalafón diplomático, y luego queremos adecuar la pirámide. La recomposición de la pirámide 
funcional apunta a ensanchar la base de dicha pirámide. Para ello se crearían trece nuevos cargos de 
Secretario de Tercera y dos cargos de Embajador, porque desde 1974 el Ministerio de Relaciones Exteriores 
tiene el mismo número de funcionarios. 


Eso sería todo. 


SEÑOR GAMOU.- Si la memoria no me falla -puede ser que me suceda-, en el año 1974 había 164 
países en Naciones Unidas y creo que hoy superan ampliamente los 200. 


SEÑORA MINISTRA INTERINA DE RELACIONES EXTERIORES.- Creo que son 192 países. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está a consideración el articulado del Inciso 06, Ministerio de Relaciones 
Exteriores. 


SEÑOR ASTI.- El artículo 157, que modifica el artículo 36, refiere a "Las vacantes que se produzcan 
en los cargos del último grado del Escalafón del Servicio Exterior, Secretario de Tercera, serán 
provistas dentro del primer semestre |[...]'", y creo que corresponde aclarar: "de cada año". 


SEÑORA MINISTRA INTERINA DE RELACIONES EXTERIORES.- Eso ya está corregido en la 
versión que tenemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tomamos nota de esta modificación. 


SEÑOR ASTL.- Señalo una modificación para que quede constancia en la versión taquigráfica, ya que 
seguramente luego será incorporada. Según el artículo 155 se asigna una partida anual, y debería 
decirse que es financiada por Rentas Generales; la fuente de financiamiento -como se señala en otros 
artículos- debe ser Rentas Generales. 


SEÑOR GAMOU.- Los artículos han sido explicados y todos hemos hecho una lectura. Permítame que 
le diga, señor Presidente, que por el mero hecho de cumplir una formalidad no tenemos por qué 
mantener a esta delegación aquí. Además, tenemos sesión de Cámara a la hora 14. Por lo tanto, 
propongo que se levante la sesión. 


SEÑOR MESA.- Nosotros habíamos precisado al Ministerio de Economía y Finanzas que se debería 
establecer el primer semestre de cada año. Siguiendo ese orden de correcciones, vemos que hay errores 
ortográficos. 


En el artículo 160, donde se hace referencia al contrato zafral, estimamos pertinente que a continuación se 
incluya la expresión "y eventual", lo cual daría mayores posibilidades ante las distintas emergencias que tiene 
la Cancillería. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 160 quedaría redactado de la siguiente manera: "Habilítase al 
Inciso 06 'Ministerio de Relaciones Exteriores' a celebrar contratos mediante la modalidad de contrato 
zafral y eventual conforme a lo dispuesto [...]' y continúa igual. 


SEÑOR MESA.- Allí hay un problema de estructura, de redacción, porque este párrafo termina con 
un verbo, por lo que la redacción sería la siguiente: 'MHabilítase [...] contrato zafral y eventual 
conforme a lo dispuesto por el artículo 41 de la Ley N” 18.046, de 24 de octubre de 2006, en 
oportunidad que lo requiera las necesidades de trabajo extraordinarias, excepcionales o imprevistas, 
de duración limitada". Es decir, este párrafo debe terminar con la expresión "duración limitada". 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia de la señora Subsecretaria de Relaciones 
Exteriores y de los señores Embajadores. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 13 y 32) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


